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1. RESUMEN DE LA RESOLUC,LÓN 
,- 

li 

' 
Sentencia definitiva que emite el Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de Moreld~ en sesión del día seis ,, ... 
de abril de dos mil veintidós, ervfá que se declaró la validez 

,:t' 

de la resolución administrativa" emitida respecto a la solicitud 

de pensión por jubilacióri presentada por el ciudadano 

 con base en los siguientes 

capítulos: ·r 
;l 

Parte actora: 

Autoridades 

2. GLOSARIO 

 

1.  
1 

- ':.~. F ;, ,r-' 



demandadas: 

Acto Impugnado: 

 

2.  

 

La resolución administrativa 

emitida respecto de la solicitud de 

pensión por jubilación. 

LJUSTICIAADMVAEM: Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de More/os. 1 

LORGT JAEMO: 

LSSPEM: 

LSEGSOCSPEM: 

LSERCIVILEM: 

CPROCIVILEM: 

Ley Orgánica del Tribunal de¡,~-:'2°""7- 
Jus.ficia Administrativa del Estadi1r"d,, J 

' ~- . 2 : .,,. , . de More/os . -~--~- • ~., 
- ' • . . l.•- .• 

. · O¿· Es¡ 

L d / S. d S i ·,::J,.,,,,r.1 rJ:islrc' i ey e isieme e egl.(,~~r..~:ai¿ 

Pública del Estado de More/os. 

Ley de 

Seguridad 

Prestaciones 

Social de 

ele 

las 

Instituciones Policiales y de 

Procuración de Justicia del 

Sistema Estatal de Seguridad 

Pública. 

Ley del Servicio Civil del Estado 

de More/os. 

Código Procesal Civil del Estado 

Libre y Soberano de More/os 

Tribunal: Tribunal de Justicia 

Administrativa del Estado de 

1 Publicada el diecinueve de julio de dos mil diecisiete en el Periódico Oficial "Tierra y Libertad' 
5514. 
2 ldem. 
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Q. 

Morelos' 
,, 

3. ANTECEDENTES DEL CASO .. 
1. Con fecha veintiocho de mayo de dos mil veintiuno, 

-~ 
compareció la parte actora! por su propio derecho ante este 

Tribunal a• promover ·la nulidad de la resolución 

administrativa emitida respecto a la solicitud de pensión por 
\' • 

jubilación, en contra de las autoridades demandadas, 

precisadas en el Glosario que antecede. 
, 
~ 

'C 
O{) 

~ / ]"""' . 2. Por auto de fecha sJ_. __ ete de julio de dos mil veintiuno, 
J . }Aués de subsanar la dem'~nda instaurada de fecha tres de 
o 1 ,uST1c1AJ',::,,.,,,-;.j~p.iQ del dos mil veintiuno, se admitió a trámite la demanda 
<., • c2 ADO O!: Mi)/>! ~os a .... , .... _ presentada por la parte actora, con copias simples de la 
O .. , ihl1ZAOA ' · • • ~ ,. 

~ i.o,..,w ,wiwHNlij~m'ánda y documentos que la acompañaban, se ordenó 
·,, ~ 

N• 
N o 
r-..¡ emplazar a las autoridades demandadas, para que en un 

"'· , .. 
plazo improrrogable de diez días produjera contestación a la 

~- 

demanda presentada en su contra, _.ton el apercibimiento de 
-t' 

:~' 

ley ! •\;¡ 
. \~\ ,./}' 

tr.~ 

3. Mediante proveído de fecha dieciocho de agosto de . . ., i•· .; 
dos mil veintiuno, se les tuvo a las autoridades demandadas 

ii!- r 
dando contestación a la ,crl'emantja. En ese mismo acto, con el 

l 

apercibimiento de ley, se ordenó dar vista a la parte actora ,-­ 
<;., 

por el término de tres días para que manifestará lo que en su 

derecho conviniera. Así misrno.vse hizo de su conocimiento 
~'' 

que contaba con quince días hábiles para ampliar la 
. . 

demanda, en términos de lo dispuesto por el artículo 41 de la 

LJUSTICIAADMVAEM. 
,¡-. 
'1,~ ~~~ 

t 
¡' 

•, 3 
,.f 

~'r 
~.1;\,...,;~,;,,,:.(111• ~'t_ 



4. Por escrito de fecha veintinueve de septiembre del 

dos mil veintiuno, vistos los presentes autos, se tuvo por 

precluido el derecho de la parte actora para ampliar su 

demanda, así mismo se ordenó abrir el periodo probatorio por 

termino de cinco días para que las partes ofrecieran las 

pruebas que a su derecho conviniera. 

5. Por auto de fecha diez de noviembre de dos mil 

veintiuno, se tuvo precluído el derecho a las partes para 

presentar sus pruebas, sin embargo, en términos del artículo 

533 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de 

Morelos, para mejor proveer, se les admitieron las pruebas 

que obraban en autos. 

~

• ! f , 
t . U":\ 
i ' '· -~ 

6. Con fecha veinticinco de noviembre de dol mil ·t~ 
veintiuno, se tuvo por desahogada la audiencia de ley yfal n:,-·,·-:~~'~;.;.~ 

'."• ·':'• 

tener pruebas, ni alegatos pendientes por desahoqar.csel 

presente juicio queda en estado de resolución y se informó a 

las partes que la publicación de proyecto en lista prcdujo 

citación para sentencia. 

7. La audiencia de L~y se publico en la lista de fecha 

tres de diciembre de dos mil veintiuno, y se turnó para 

resolver la sentencia que derivado de la carga de trabajo, 

ahora se emite, al tenor de los siquientes capítulos: 

4. COMPETENCIA 

Este Tribunal es competente para conocer y resolver el 

presente asunto de conformidad con lo dispuesto por los 

3 Artículo 53. Las Salas podrán acordar, de oficio, el desahogo de las pruebas que 
estimen pertinentes para la mejor decisión del asunto, notificando oportunamente a las 
partes a fin de que puedan intervenir si así conviene a sus intereses; asimisrr o, 
podrán decretar en todo tiempo la repetición o ampliación de cualquier diligencia 
probatoria, siempre que lo estimen necesario. Los hechos notorios no requieren 
prueba. 



8'5 

'ITJ/.\ 
y 

\ 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE MORELOS 

T JA/SaSERA/JDN-045/2021 

. 
artículos 116 fracción V de 1,f Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos,· :~ 09 bis de la Constitución 

Política del Estado Libre y Soberar1o de More/os; los artículos 

1, 18 inciso B fracción 11 sub tn.ciso h4) y demás relativos y 
' 

aplicables de la LORGT JAEMO. 

l 

j ~ 

Esto adminiculado a lo que dispone el artículo 196 de 

la LSSPEM, que establece: ~. 

'e D() 

~ 
<.r, 
c., .... 

hl\ ce:: 
c., 
a 
o 
'!:: 
~ 

1 

"Artículo 196. El Tribunal d$. lo Contencioso Administrativo del 
Estado de Morelos será el competente para conocer de los conflictos 
derivados de las prestaciones de servicios del personal 
administrativo; de los emanados de los procedimientos 
administrativos iniciados en contra del personal operativo o de los 
elementos de las instituciones policiales definidos en esta ley en el 
ámbito estatal o municipal así· como de los ministerios públicos, 
peritos y policía ministerial de la Procuraduría General de Justicia del 
Estado, igualmente será el órgano jurisdiccional competente de 
conocer de los actos que emanen de la remoción inmediata de los 
mismos por la no acreditación de los requisitos de permanencia que 
contempla esta ley." [· ·· 

"1 
8:CIALIZA0/, 
r-.J40MINISTAA:ft :, 
o 

,i 

En términos de lo anterior se determina que este Pleno 
',¡. ¿ 

es competente para conocer y resolver' el presente juicio 
1' lf:, 

porque la parte actora, acreditó desempeñar el cargo de 

Policía Tercero en el , y 

haber solicitado la pensión pi jubilación ante dicho 

Ayuntamiento, la cual le fue negada, y cuya nulidad se 
,it' -;:.,? 

solicita. 

Por lo tanto, este Tribunal es competente en términos 
' 

de los preceptos legales antes citados. 
' .. 

5. PROCEDENCIA 
·-l 

Las causales de impr6cedencia, por ser de orden público, 

4 h) Los juicios que se entablen por reclamaciones de pensiones y demás 
prestaciones sociales que concedan las leyes en favor de los miembros de los 
cuerpos policiales estatales o municipales; . 

~ .... ...... ;lo .. s 



deben analizarse preferentemente las aleguen o no las 

partes, lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el 

artículo 76 párrafo último de la LJUSTICIAADMVAEM, en 

relación con lo sostenido en la siguiente tesis de 

jurisprudencia de aplicación análoga y de observancia 

obligatoria para esta potestad en términos de lo dispuesto en 

los artículos 215 y 217 de la Ley de Amparo. 

"IMPROCEDENCIA. ESTUDIO PREFERENCIAL DE LAS 
CAUSALES PREVISTAS EN EL ARTÍCULO 73 DE LA LEY DE 
AMPARO.5 

De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo del artículo 73 
de la Ley de Amparo las causales de improcedencia deben ser 
examinadas de oficio y debe abordarse en cualquier instancia en que 
el juicio se encuentre; de tal manera que si en la revisión se advierrte _ . t 
que existen otras causas de estudio preferente a la invocada por ~ 
Juez para sobreseer, habrán de analizarse, sin atender razonamie~ ~--, ¡ 
alguno expresado por el recurrente. Esto es así porque si bienSI -.r_-..... · 
artículo 73 prevé diversas causas. de improce_dencia y tod~s ella~' ~~-1U$i 

conducen a decretar el sobrese1m1en~o en el 1u1c10, sin ªí1ª_11zar e "';:,,e)( 
fondo del asunto, de entre ellas existen algunas cuyo cf~. de .. 
importancia amerita que se estudien de forma preferente. Un~...-.rd'É:-.~- ~"¼1.4, 
estas causas es la inobservancia al principio de definitividad que rige r>,_,.~,VJ1 
en el juicio de garantías, porque si, efectivamente, no se atendió a 
ese principio, la acción en sí misma es improcedente, pues SE 
entiende que no es éste el momento de ejercitarla; y la actualización 
de este motivo conduce al sobreseimiento total en el juicio. Así si el 
Juez de Distrito para sobreseer atendió a la causal propuesta por las 
responsables en el sentido de que se consintió la Ley reclamada y, 
por su parte, consideró de oficio que respecto de los restantes actos 
había dejado de existir su objeto o materia; pero en revisión se 
advierte que existe otra de estudio preferente (inobservancia al 
principio de definitividad) que daría lugar al sobreseimiento total en el 
juicio y que, por ello, resultarían inatendibles los agravios que se 
hubieren hecho valer, lo procedente es invocar tal motivo de 
sobreseimiento y con base en él confirmar la sentencia, aun ci.ando 
por diversos motivos, al sustentado por el referido Juez de Distrito" 

Las autoridades demandadas hicieron valer las 

causales de improcedencia previstas en el artículo 37 

fracciones X, XIII, XIV y XV de la LJUSTICIAADMVAEM, 

argumentado que h_an cesado los efectos del acto 

impugnado, y que además no puede surtir efecto legal o 

5 Tipo de documento: Jurisprudencia, Novena época, Instancia: Primera Sala, Fuente: 
Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo: IX, Enero de 1999, Página: 13. 
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material alguno, por haber dejado de. existir al ser el acto es 

inexistente. f 
,v » 

El artículo 37 fracci~fl~S X, XIII, XIV y XV de la 

LJUSTICIAADMVAEM quedisponen: 

"Artículo-37. El juicio ante el T'.füunal de Justicia Administrativa es 
improcedente en contra de: 

¡:: 
'O 
C() 

~ 
V) ~ s.. 
e e:: 

X. Actos consentidos tácitamente, entendiéndose por tales, aquellos 
en contra de los cuales no se pror,nueva el juicio dentro del término 
que al efecto señala esta Ley; ... 

XIII. Cuando hayan cesado los efectos del acto impugnado o éste no 
pueda surtir efecto legal o material alguno por haber dejado de existir 
el objeto o materia del mismo; 

tr-. . 
c2 1 ~ ' a 
o 1¡:: 

'< ,·,;1ii.. ... - ... ,~ 
-.':L~s 

XIV. Cuando de las constancias de autos se desprende claramente 
que el acto reclamado es inexistente; · 

.,4. 
·._!-' 

XV. Actos o resoluciones de las dependencias que no constituyan en 
sí mismos, actos de autoridad, y ·1 i 

N' 
('-.J 
o 

~ ~~,~~/A Es infundada la causal de improcedencia prevista en el 
R,.t,-~ 

artículo 37 fracción X de la LJUS:YICIAADMVAEM hecha 
; 

J.1 
I 

valer por las autoridades demandadas, en virtud de que, 
.( 

.,. 
como ha quedado establecido, el demandante es 

..,.< 

considerado como un integrante de · las instituciones de 

seguridad pública y por lo J~nto el piafo para presentar su 
~.:.- 

demanda era de noventa días naturales en términos de los 

establecido en el artículo 200 de la LSSPEM, mismo que 

establece: 

"Artículo 200.- Las acciones derivadas-de la relación administrativa 
del servicio de los el~mentos de las instituciones de seguridad pública 
que surjan de esta Léy prescribirán en noventa días naturales, con 
excepción de los casos previstos en los artículos siguientes. 

~. 
"iif. ·-. '••-.- 

_,,; 
,,l"' 

7 



Luego entonces, si el actor tuvo conocimiento del acto 

impugnado, el día catorce de mayo de dos mil veintiuno y 

la demandada fue presentada el día veintiocho del mismo 

mes y año, es evidente que la demanda fue presentada 

dentro del plazo legal establecido en el precepto legal que 

antecede. 

De igual forma, es infundada la· causal de 

improcedencia prevista en el artículo 37 fracción XIII de la 

LJUSTICIAADMVAEM, pues los efectos del acto impugnado 

continúan, y en caso de prosperar la acción intentada por el 

actor, estos pueden dejar de existir. 
•' ti1 l"'""f"" 

Por cuanto a la causal de improcedencia prevista~l::\~ ··\ 

artículo 37 fracción XIV de la LJUSTICIAADMVAEM de ~ual 
-..ifl•· 

forma, es infundada, pues el acto impugnado se encuentrá 
. • • . .tJ,O\~"fA ',1- 

acreditado mediante la siquiente prueba que obra en autoz?t •1~0• 

LA DOCUMENTAL: Consistente en oficio 

 de fecha cinco de mayo de dos mil 

veintiuno, firmado por -  en su 
> 

carácter de  

 

A la cual se le confiere valor probatorio pleno en 

términos de lo dispuesto por el artículo 437 primer párrafo 
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fracción 116 del CPROCIVILEM de aplicación supletoria a la 

LJUSTICIAADMVAM, por tratarse ·ael documento original 

emitido por una autoridad en )yl ejercicio de su función. 
~t-· 

Del cual se desprert¡"e la notificación realizada al 

ciudadano , en la que le informan la 

negativa de su solicitud de pensión por jubilación, por lo 

tanto, contrario a lo que argumentan las demandadas, esta 

autoridad advierte que si existe el acto impugnado. 

s:: ·a 
C{) 

~ 

~ /\ '- e:, 

~ 6 ' 
<:: 
.'.:,1 ~ ..... ~., 
,., 
a 
1~ 

Por último, en relación la causal de improcedencia 
,. 

prevista en el artículo 37 fracción XV de la 

LJUSTICIAADMVAEM, también . resulta improcedente, toda 

. · vez ique la negativa a otorgar 

pudiera estársele negando un 

: .. ,'-"~~ constituye un acto de autoridad. 
8)lli\~'5 
C"'J 

la pensión por jubilación, 
J 

derecho, por/ lo tanto, si .,.. r:.~ 
_fi t ~,· 

., 
Orienta lo antes disertado, ,el siguiente criterio 

jurisprudencia! emitido por los tripÚnales Colegiados de 

Circuito, aplicado por similitud. 

ACTO DE AUTORIDAD PÁ'RA 'EFECTOS DEL JUICIO DE 
a,,. .... 1 " 

AMPARO. LO CONSTITUYE¡LA NEGATIVA DE DAR TRAMITE A 
LA SOLICITUD DE PREJUBILACIÓN;\ PREPENSIÓN, JUBILACIÓN 
O PENSIÓN, POR PARTÉ DE LA OFICIALÍA MAYOR O SU 
EQUIVALENTE DE LOS PODERES EJECUTIVO, LEGISLATIVO Y 
JUDICIAL, ÓRGANOS CON AUTQNOMÍA CONSTITUCIONAL, . "' 

J• 
6 ARTÍCULO 437.- Documentos públicos. Son documentos públicos los autorizados 
por funcionarios públicos o depositarios de la fe pública, dentro de los límites de su 
competencia, y con las solemnidades o formalidades prescritas por la Ley. Tendrán 
este carácter tanto los originale_s como sus copias auténticas firmadas y autorizadas 
por funcionarios que tengan derecho a certificar. 

11.- Los documentos auténticos expedidos por funcionarios que desempeñen cargos 
públicos, en lo que se refiere aí ejercicio de susfunciones: y a las certificaciones de 
constancias existentes en los archivos públicos expedidos por funcionarios a quienes 
legalmente compete; ',, 

'·!, "\,_ . 1li 

9 



MUNICIPIOS, ENTIDADES DE LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
PARAESTATAL DEL ESTADO Y LAS CORRESPONDIENTES DE 
LOS MUNICIPIOS DE QUERÉTARO. 

ser 

La determinación que niega dar trámite a la solicitud de 
prejubilación, prepensión, jubilación o · pensión, emitida por la 
oficialía mayor o su equivalente de los Poderes Ejecutivo, Legislativo 
y Judicial, órganos con autonomía constitucional, Municipios, 
entidades de la administración pública paraestatal del Estado y las 
correspondientes de los Municipios, con base en sus facultades 
previstas en la Ley de los Trabajadores del Estado de Querétaro, 
constituye un acto de autoridad para efectos del juicio de arnpao, 
de conformidad con el artículo 5o., fracción 11, primer párrafo, de la 
Ley de Amparo, ya que cumple con los requisitos siguientes: 1) la 
oficialía mayor o su equivalente del organismo o dependencia pública 
que corresponda, constituye un ente, de hecho o de derecho, que 
establece una relación de supra a subordinación con un particular; 2) 
esa relación tiene su origen en la ley, lo que dota al ente de u ia 
facultad cuyo ejercicio es irrenunciable, al ser pública la fuente ce esa 
potestad; 3) con motivo de esa relación emite actos unilaterales 
mediante los cuales crea, modifica o extingue, por sí o ante sí, l 

situaciones jurídicas que afectan la esfera legal del particular; r,~1_ \ 
para emitir esos actos no requiere acudir a los órganos judiciales,\iÍ,,_ · .. !\\ · 
precisa del consenso de la voluntad del afectado.7 ~ : · 

- ;'f: ~ 
\ 11\l· ·¡\.t.~- - 

Por lo tanto, dicho acto de autoridad es susceptibl\ d8 . - . .,_, 
controvertido por el particular al afectar un derecho. - E~ ·,.e~ .. v:~~' 

consecuencia, e.s infundada la causal de improcedencia e 

estudio. 

De igual forma, · esta autoridad, no advierte la 

existencia de alguna causal sobre la cual este órgano 

colegiado deba pronunciarse, por lo que se procede al 

estudio de las cuestiones de fondo planteadas por la parte 

actora. 

6. ESTUDIO DE FONDO. 

6.1 Planteamiento del Caso. 

7 Suprema Corte de Justicia de la Nación; · Registro digital: 2021718; lnstancia: 
Tribunales Colegiados de Circuito; Décima Época; Materias(s) Común, Laboral; Tesis: 
XXII.AT. J/1 L (10a.); Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 
76, Marzo de 2020, Tomo 11, página 689; Tipo: Jurisprudencia. 
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En términos de lo dispuesto eo 'la fracción I del artículo 
I,." 

86 de la LJUSTICIAADMVAEM, se procede hacer la fijación 

clara y precisa de los puntos )tóntrovertidos en el presente 
.t'!rr 

JUICIO. 

-~ 
~ 

i'J" ] 
:;:: ":..0Mt~'' ·ttll 

e,( 

') 

El asunto por ciilucidár es, la determinación de la 
~' 1 

legalidad o ilegalidad de la'neqativa del otorgamiento de la 

pensión por jubilación al actor por parte de las autoridades 
s 

demandadas, siendo el caso que el actor aduce su 

ilegalidad, argumentando que~- debe existir igualdad entre la 
~ 

mujer y el hombre para eféctos del otorgamiento de la 
t 

pensión. f 
l 

6.2 Razones de impugnación. 
& ª t- e ;... A -~ O 

{~-~w .. ¡,¡~í~'-" ,. Los motivos de impuqnaéión de la parte actora se 
N ~ . 

~ encuentran visibles en las hoja~. tres vueltaa la siete, los 

cuales se tienen aquí como lnteqramente-reproducidos como 
;,, 

si a la letra se insertasen, sin ~'!Je esto cause perjuicio o 

afecte a la defensa de la parte aG,$Ora, pues el hecho de no 
·- 

tra n scri birlas en el presente Jallo no significa que este . " 
•·; 

Tribunal esté imposibilitado para el estudio de las mismas, 

cuestión que no implica violación ~- precepto alguno de la 

LJUSTICIAADMVAEM. 

"CONCEPTOS DE VlbLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A 
TRANSCRIBIRLOS. - 

El hecho de que ;§1 Juez Federal=no transcriba en su fallo los 
conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que 
haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su 
actuación, pues no",t,ay precepto alquno que establezca la obligación 
de llevar a cabo taC transcripción; además de que dicha omisión no ,, 
deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de 

. ¡;' 

~,~~· 
11 



la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime 
pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma8" 

Refiere el demandante que, el artículo 16 de la 

LSEGSOCSPEM, el 58 de la LSERCIVILEM, y el 17 del 

Reglamento para el otorgamiento de Pensiones a 

trabajadores y Elementos de    

prevén la pensión por 

jubilación a los trabajadores y trabajadoras , pero que dicho 

artículo conculca la garantía de igualdad y no discriminación 

previstas en los artículos 1 y 4 Constitucionales, al establecer 

mayores requisitos por cuanto a la antigüedad de los varones 

que a las mujeres para obtener la pensión por jubilación. "'(~,:a.~_ \ , ,,rj\ __ .- , l 
-~ \ 

Arqumenta que esta garantía tiene como propósite= ,0-.-.:.....:.l 

empatar la situación jurídica de ambos sexos tanto e1 el r,iim~: 
lfj'."~B,'}J,l.',.,,,..,Sli 

ejercicio de sus derechos como en el cumplimiento solidario 

de sus obligaciones que les competen en sus actividades 

educativas, políticas y productivas, equilibrando las garantías 

individuales con las garantías sociales, evitando y 

rechazando cualquier privilegio derivado de supuestas 

superioridades o jerarquías entre sexos, al exigir socialmente 

la igualdad entre el hombre y la mujer. 

Señala que el artículo 16 de la LSEGSOCSPEM, el 58 

de la LSERCIVILEM, y el 17 del Reglamento para el 

otorgamiento de Pensiones a Trabajadores y Elementos de 

 

hace una distinción de géneros al exigirle al varón demostrar 

mayor tiempo de trabajo; lo cual contraria la intención del 

8 SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. JURISPRUDENCIA 
de la Novena Época. Instancia: SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXT8 
CIRCUITO. Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo: VII, Abril 
de 1998. Tesis: VL2o. J/129. Página: 599. 
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constituyente al establecer la igualdad entre el hombre y la 
·~ 

mujer. i/1 

Afirma que la igualQad-ante la ley como un principio de 
& 

justicia, implica que 19s personas deban ser tratadas de la 

misma manera-en las mismas circunstancias, de manera que 
' ~ 

la discriminación y el trato entre los individuos pueda hacerse 

'C:, 
t,{) 

~ 

solamente en virtud de cikcunstancias relevantes, es decir, 

que puedan ser justificadas, a fin de evitar un trato desigual. 
~ 

Agrega que el principio de igualdad no implica 
r 

necesariamente que todos lbs individuos deban encontrarse 

! JA siempre y en cualquier circunstancia en condiciones de 

absoluta paridad, sino que, l:iicho supuesto se refiere a la e, 
-i::: ,._ 

J -~ igualdad jurídica, consistente en el derecho de todos los 
~ t , 

~ gobernados de recibir el mismo trato que .. aquellos que se •~ ·A .. 

ift~~\Ni>~~ncuentran en similar situaciórsde hecho. _.; 
a f. 
r,,¡ 

Señala que, por lo tanto, a iguales situaciones de 
!/' :·• .. -i 

hecho corresponden similares 'situaciones jurídicas, siendo 
'ÍJ 

que el legislador estableció tjestgualdades injustificadas en 

los artículos que regulan el oíorqamiento de las pensiones. 

Alude que, a las mujeres, con dieciocho años de 
U' ¡•1 

,~ ' 
servicio se le concede ·la pensión del 50% del suelto total al ],., 

l, . 

momento de la jubilación, mientras- que al varón para gozar 
l. 

de la misma pensión se le exigen veinte años de servicio; y 

que con ello 5existe una 1. inconstitucionalidad y 

convencionalidad dél acto reclamado, ya que el dictamen 
4 

concluyó que prestó sus servicios j9 años, 01 mes y 07 días, 
i 

y que con base a los años de· servicio prestados debió 
' f 

otórgale la pensión del 55'%.,g.e,su último salario. 
13 



Refiere que' los artículos 1, 4 y 123 Constitucionales 

establecen el derecho a la igualdad entre el varón y la mujer 

y que los artículos 16 de la LSEGSOCSPEM, el 58 de la 

LSERCIVILEM, y el 17 del Reglamento para el otorgamiento 

de  

 soslayan los 

preceptos constitucionales antes mencionados al establecer 

una diferencia entre el varón y la mujer para la obtención de 

la pensión por jubilación. 

Cita el criterio jurisprudencia! bajo el rubro: 

"PRINCIPIO GENERAL DE IGUALDAD" 

Y solicita se declare la nulidad del acto impugnado ~ 
l 

)}.~~' itd; 
~JI 

._,.:;,(. 1 

6.3 Contestación de las demandadas \ fút u,.,.,.~ 
~ '<tr<1• ·- . ·-··ª' 

Las autoridades demandadas manifestaron que el 

acto impugnado se realizó conforme a derecho, apegado a lo 

que establece la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que 

estableció que las leyes burocráticas que prevén un trato 

diferenciado en favor de la mujer trabajadora , en el sentido 

que se le exigen menos años de servicio que a los hombres 

para obtener el máximo de una pensión de retiro y la 

consecuente diferencia porcentual que se mantiene entre 

ambos sexos en un orden decreciente, resulta acorde con las 

diferencias que corresponden a cada uno, pues en la mayoría 

de los casos la participación de la mujer durante su vida 

laboral activa, implica la' coexistencia con la maternidad y la 

subsecuente crianza de los hijos, lo cual trae como 

consecuencia una mayor ocupación, así como desgaste 

físico y mental para el desarrollo de las actividades laborales. 
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Refieren que además de que los. roles sociales entre 
' 

mujeres y hombres hayan evolucionado a fin de superar las 
.~, 

diferencias existentes, no es razón para suponer que el trato 
e, .J 

diferenciado actualmente sea discri-rhinatorio en perjuicio de 

los hombres, ya que los derechos de ambos sexos aun no 

logran equipararse en su totalidad ·en forma sustantiva , pues 

la igualdad de genero en el trabajo no es real y que, el 

mercado de trabajo esta diseñado en una estructura 

económica de relaciones laborales jurídicas en las que la vida 
1 

'C 

~ 
~ 

familiar de las personas no está incluida. 

'Jl t JA 
c2 

6.4 Análisis de los argumentos de las partes. 

Esta autoridad considera'. que es infundado lo que 

a · ._._refiere la parte actora, ya que, si bien es cierto que el artículo 
a ~ '!:: _., t~ 

<_ iAü--"->A 16 de la LSEGSOCSPEM, establece lo siguien-!i{ 
~SPEC .i•<;i~W¡l 
~~ AOMh,w . 

~· 
"Artículo 16.- La pensión por Jubilación de-los sujetos de la Ley, se 
determinará de acuerdo con los porcentsjes-de la tabla siguiente: 

;f 

1.- Para los Varones: i~' 
lt 

a).- Con 30 años de servicio') 100%; 
b).- Con 29 años de servicio 95%; 
c).- Con 28 años de serv¡.cio 9~%; 
d).- Con 27 años de ser~icio 85%; 
e).- Con 26 años de sélvicio 80%; 
f).- Con 25 años de servicio 75°1; 
g).- Con 24 años df servicio 70,º~o; 
h).- Con 23 años 9e servicio 65%; 
i).- Con 22 años pe servicio 60%; 
j).- Con 21 añosede servicio 55%; y 
k).- Con 20 años de servicio 50%. 

11.- Para las mujeres: 

a).- Con 28 Años de servicio 1 QP%; 
b).- Con 27 años de servicio 95%; 
c).- Con 26 años de servicio 90%; 
d).- Con 25·años de servicio 85%; 
e).- Con 24 ~ños de servicio ~~Q%; 
f).- Con 23 años de servicio '75%; 
g).- Con 22 años de servicio 70%; 

15 



h).- Con 21 años de servicio 65%; 
i).- Con 20 años de servicio 60%; 
j).- Con 19 años de servicio 55%; y 
k).- Con 18 años de servicio 50%. 

Para disfrutar de esta . prestación la antigüedad puede ser 
interrumpida o ininterrumpida." 

Como se observa, el artículo 16, en su fracción I de la 

LSEGSOCSPEM, establece que la edad mínima para el 

hombre, para obtener la pensión por jubilación, es de 20 años 

de servicio, y en su fracción 11, establece que la edad mínima 

para las mujeres es de 18 años de servicio. 

Ahora bien, el actor presentó su solicitud de pensión 

por jubilación el día diecisiete de enero de dos mil veinte, y 

11 'll~-~....., 
las autoridades demandadas, le notificaron el \ \ 

impugnado el día catorce de mayo de dos mil veintiuno, · ·· 
,:. 

cual se le hizo del conocimiento lo siguiente: .. tafl:!! 

Q.Pl,H.:.: ,ALA 

" .. .PRIMERO: SE NIEGA LA PENSIÓN POR JUB/LAC!Ó~~•m~D•.J 
CIUDADANO.  A RAZON DE QUE 
DEBERÁ CUBRIRSE UN MIN/MO DE 20 AÑOS DE ANTIGUEDADA 
DE SERVICIO INNTERRUNP!DO O INTERRUMPIDO SEGÚN SEA 
EL CASO. 

SEGUNDO: SE ESTABLECE QUE EL CIUDADANO  
, NO REUN/0 LOS REQUISITOS SEGÚN LA 

DOCUMENTACIÓN-PRESE!>fTADA POR EL SOLICITANTE, 7"0DA 
VEZ QUE SOLO LABORÓ UN TOTAL DE 19 AÑOS 01 MESES 047 
DÍAS, LO ANTERIOR CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO 
POR LOS ARTÍCULOS 58 FRACCIÓN !, DE LA LEY DEL SERVICIO 
CIVIL DEL ESTADO DE MORELOS; 17 FRACCIÓN I DEL 
REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE PENSIONES A 
TRABAJADORES Y ELEMENTOS DE   

 y· 
ARTÍCULO 16 FRACCIÓN/ DE LA LEY DE PRESTACIONES DE 

 
     

 

UN!CO: APROBADO EL PRESENTE DICTAMEN, EN SE/SON DE 
CABILDO SE ORDENE SU PROMULGACIÓN Y PUBLICAC/Ó,'\J EN 
LA GACETA MUNICIPAL ... " (SIC.) 
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Sin embargo, para la fecha en l,f cual el demandante 
f' 

presentó su solicitud, la Segunda Sala de la Suprema Corte 
::,.·!, 

de Justicia ya había resuelto en la sesión del once de 

septiembre de dos mil diecinueve, la contradicción de tesis 
<, ,,, r 

número 128/2019, entre las sustentadas por los Tribunales 

Colegiados Segundo' en materia Administrativa del Cuarto 

Circuito, Primero del Décimo -Octavo circuito (actualmente 

primero en materia de trabajo .del décimo octavo circuito), 

Primero de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima región, 

con residencia en Saltillo, Coahu'ila y Primero de Circuito del 
\;¡ 

Centro Auxiliar de la Quinta reqión, con residencia en 

Culiacán, Sinaloa; de la que surgió la tesis 2a./J. 140/2019 

,_ ( 1 0a. ), que tiene el rubro y texto siguiente: 

~ 

> 
·e 
b,:¡ 

~ 
V, 

"" t /\ 
-~ 
e::: ª .\,. 
,2 ¿ 
~1..11f>-v•_ -~--• 
~\"\)1iWP"'"' 

"PENSIÓN POR JUBILACIÓN. LAS LEYES BUROCRÁ~ICAS QUE 
I< 

BENEFICIAN A LAS MUJERES Af: ESTABLECER,,MENOS AÑOS 
DE SERVICIOS DE LOS EXIG_1Dps A LOS JtOMBRES PARA 
ACCEDER AL PORCENTAJE MAXjMO DE AQJlELLA, NO VIOLAN 
EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANT~ LA LE;/'~I EL QUE ORDENA 
QUE A TRABAJO IGUAL CORRES,PONpERA SALARIO IGUAL, 
SIN TENER EN CUENTA EL SEXO~ PREVISTOS EN LOS 

, , .... ,. 
ARTICULOS 4o., PRIMER PARR~f©, Y 123, APARTADO B, 
FRACCIÓN V, DE LA dt>NSTITUCIÓN FEDERAL, #'. 
RESPECTIVAMENTE. 

1-· 

Las leyes burocráticas que preven un trato diferenciado en favor de la 
mujer trabajadora, en el sentido de que se le exigen menos años de 
servicios que a los hombres para obte·n~r el máximo de una pensión 
de retiro, y la consecuente diferencia-porcentual que se mantiene 
entre ambos sexos en un orden decre~í.ente, resulta acorde con las 
diferencias que corresponden a cada uno, pues en la mayoría de los 

1 

casos la participación de la mujer durante su vida laboral activa 
implica la coexistencia con la maternidad.y la subsecuente crianza de 
los hijos, lo cual trae como consecuencia una mayor ocupación, así 
como desgaste físico y mental para el -desarrolio de las actividades 
laborales, además, el hecho de que los roles sociales entre mujeres y 
hombres hayan evolucionado a fin "de superar las diferencias 
existentes, no es razón para supon~r que el trato diferenciado 
actualmente sea discriminatorio en perjuicio de los hombres, ya que 
los derechos de ambos sexos aún -no logran equipararse en su 
totalidad en forma sustantiva, puts· la igualdad de género en el 

1J' 



trabajo no es real, y el mercado de trabajo está diseñado en una 
estructura económica y de relaciones laborales jurídicas en las que la 
vida familiar de las personas no está incluida. Consecuentemente, 
esa asimetría en los años de servicio exigidos para la obtención del 
porcentaje máximo de una pensión entre mujeres y hombres -en 
favor de las primeras- no viola el primer párrafo del artículo 4o. de la 
Constitución Federal que establece que "La mujer y el hombre son 
iguales ante la ley", pues el privilegio que se otorga aspira a lcqrar 
una igualdad real y no meramente formal entre ellos. Asirnisrr o, las 
legislaciones burocráticas referidas tampoco violan el principio que 
recoge la fracción V del artículo 123, apartado B, constitucional, en el 
sentido de que "A trabajo igual- corresponderá salario igual, sin tener 
en cuenta el sexo", toda vez que en lo único que reside la 
desigualdad es en el tiempo laborable exigido y no en el monto del 
salario base con el cual se otorga la pensión, ya que el trabajador 
queda en condiciones de aspirar al porcentaje máximo de esa 
prestación de seguridad social, pero para ello debe acumula· más 
años de servicios que la trabajadora." 

Esta tesis se sustentó en las siguientes _ 

consideraciones: - ~/ \ ,. .... ~. 

"SEXTO. Decisión. Esta Segunda Sala al resolver el ampa}o erP!I- _ oF 

revisión 701/2011, en su sesión pública correspondiente al diebsiete vr:Lt 

de octubre de dos mil doce, por unanimidad de cuatro votos (tomra ,.., , .,-, 
algunas consideraciones la Ministra  Yr::;:'.··.' ~1 
ausente el Ministro  , -' 
determinó que el artículo 609

, de la abrogada Ley del Instituto de 
Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estece, no 
era contrario al principio de igualdad entre la mujer y el hombre, no 
obstante que establecía como requisito para alcanzar la jubi.'ación 
veintiocho y treinta años de servicio, respectivamente, e.1 /Js 
siguientes términos: 

"Pues bien, de lo relatado con antelación se derivan las siguientes 
premisas, fundamentales para la solución del presente asunto: 

• La Ley del Instituto_ de Seguridad y Servicios Sociales ae los 
Trabajadores del Estado de mil novecientos cincuenta y nueve, y la 
de mil novecientos ochenta y tres, establecieron el derecho a la 
jubilación para los trabajadores que cumplieran treinta años o más de 
servicios, sin distinción de género. 

• Las normas respectivas otorgaban un trato igual a la mujer y al 
hombre, en relación con el tiempo requerido para tener derecho al 
otorgamiento de la jubilación. 

9 "Artículo 60. Tienen derecho a la pensión por jubilación los trabajadores con 30 años 
o más de servicios y las trabajadoras con 28 años o más de servicios e igual tiempo 
de cotización al Instituto, en los términos de esta Ley, cualquiera que sea su edad, no 
siendo aplicables a éstas los dos últimos porcentajes de la tabla del artículo 63. -- - La 
pensión por jubilación dará derecho al pago de una cantidad equivalente al 100% cel 
sueldo que se define en el artículo 64 y su percepción comenzará a partir del día 
siguiente a aquél en que el trabajador hubiese disfrutado el último sueldo antes de 
causar baja." 
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• La intención fundamental de la reforr:jla al artículo 60 de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Socieíes de los Trabajadores del 
Estado de mil novecientos ochenta ltres fue otorgar un beneficio a la 
mujer, por el hecho de que desa.rfb!!aban en la sociedad una doble 
función t~ fo 

• Aparte de la función laborjJ: 'tes mujeres realizan doble misión como 
madres que atienden el hog,ar, por eso la disminución representa un 
acto de reconocimiento a f.las mujeres trabajadoras al servicio del 
Estado. 

,. 
• También tuvo como finalidad romper la desigualdad que imperaba 
entre hombres y mujeres, con el propósito de reconocer a éstas los 

\. 
derechos especiales que merecían por su participación en el área 
productiva del país. t 

•, 

'º e,:¡ <:: ¿ 
V, 

i::' 
e 

f11/\ 
e::: 
"" a 
/~ ·~ 
<:( Jf\tLU~ 

N' 

"'' ~\.!AL!i:ACP. 
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• La disminución a veintiocho años para la jubilación en favor de la 
mujer constituyó una reivirídicecion positiva. Lo anterior pone en 
evidencia que el legislador expuso profusamente las razones que lo 
motivaron a disminuir los anos de servicios a la mujer, para la 
obtención de la pensión jubilatoria. De forma que no es acertada la 
consideración de la Juez de Djstrito que expuso en ese sentido, tal y 
como lo señala la autoridad rr.ecurrente en los agravios motivo de 
análisis. Ahora bien, de lo emeoictio derivan dos conclusiones, que 
permitirán resolver la problemática en estudio. Primera, antes de la 
reforma aludida, la norma oioreebe igual trato al hombre y a la mujer. 
Segunda, la esencia tuntiementel de la refor,pa fue otorgar un 
beneficio a la mujer. ~. .. P' 

, ;J.ÍI 

Conforme a lo precisado, esta Segunda Sa!a(éonsidera que el artículo 
60 de la Ley del Instituto de S°éguridad y Servicios Sociales de los 
Trabajadores del Estado, conforme a iu texto reformado en mil 
novecientos ochenta y seis, no contrevidne el principio constitucional 
de igualdad entre el hombre y la mujer,•porque ante la igualdad formal 
que imperaba en la norma que exJgtá treinta años de servicios a los 
trabajadores, sin distinción de seY.g; y con conocimiento de que las 

-h 

condiciones laborales, socialesj'y' familiares que rodeaban a las 
mujeres hacían imposible logra{l;Jfla igualdad material, el legislador 
previó una solución para beneticiei'« las mujeres, por formar parte de 
un grupo menos favorecido. ;,_· 
En efecto, si bien el texto .de! precepto reclamado en el juicio de 
amparo, que corresponde á la retorme publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el veinticuatro de diciembre de mil novecientos 
ochenta y seis, se advierte un trato desigual a los sujetos que 
comprende, pues hace une diferenciación de trato dependiendo entre 
mujeres y hombres, respecto al tiempo requerido para tener derecho 
a la pensión por jubilación, en ·t,?Jnto que en el caso de las 
trabajadoras se requiere de veintiocho años o más de servicios e 
igual tiempo de cotiza~ión al Instituto, mientras que en el caso de los 
trabajadores, treinta ifños o más de servicios; se considera que existe 
una razón que lo justifica. 
Se tiene presente qÚf? esta Segunda Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación. ha sostenido que en los artículos 1o., párrafo 
tercero y 4o., oérreto primero, de 'fa Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, se contienen las garantías individuales 
de igualdad y de no discriminación: que tutelan el derecho subjetivo 
del gobernado a ser tratado en la misma forma que todos los demás y 

.r~ 
.. ):: 

1.9 



el correlativo deber jurídico de la autoridad de garantizar U(' trato 
idéntico a todas las personas ubicadas en las mismas circunstancias, 
lo que proscribe todo tipo de discriminación que atente contre la 
dignidad humana y anule o menoscabe los derechos y tibetteces del 
varón y la mujer, porque ambos deben ser protegidos por la ley sin 
distinción alguna. 
Luego, considerando que el artículo 4o., párrafo primero, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, establece que 
el varón y la mujer son iguales a_nte la ley, es evidente que la norma 
en cuestión hace una diferencia en razón del género. Esto es, el 
término de comparación pertinente para el universo de trabajadores 
que prevé la norma en comento es el género. 
Dicho de otra forma, el término de comparación de los supuestos ce 
hecho que contempla la norma radica en el género de los 
trabajadores, fo que se traduce evidentemente en una diferenciación, 
en tanto que se advierte que fo que regula la porción normativa de 
referencia, respecto del número de años de servicios y cotización al 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores ael 
Estado está exclusivamente en función del género de tos 
trabajadores. 
Así, existe en la norma el establecimiento de un trato diierencieco, 
porque como se ha puesto de manifiesto se está en presencia de 
supuestos de hecho equivalentes, pues otorga un trato desigual a un 
tipo de trabajadores respecto de otros, distinción derivada en rezon c-,«: 
del género, a partir de la cual establece condiciones diversas pete el 
otorgamiento de la pensión por jubilación. _ 
Una vez identificado que en el caso existe diferenciación de _rrató~a·i. 
los destinatarios de la norma cuestionada, habrá que examinar si e~f13..• ,__,~ 

trato desigual encuentra justificación, siendo pertinente 4recisar , , , ¿srA· 
previamente que la pensión por jubilación es una prestación fque, si 
bien encuentra origen en la Constitución Política de los Estados'' ;~ '11 ti1. 
Unidos Mexicanos, su otorgamiento y fijación en una determÍn,adi; , .• ~;.-,, · ,DA 

cantidad debe regularse en ley. De esta suerte se le identifica como 
una prestación legal, por regirse por la ley, y que se actualizará en 91 
momento en que se satisfágan los requisitos exigidos por la rorme 
jurídica de que se trate. 
Luego, las leyes que se expidan respecto de las pensiones por 
jubilación, deben seguir los lineamientos de la Constitución Fe-:Jeral, 
de ahí que en el caso el examen deba enfocarse a determinar si las 
condiciones para las percepciones de las pensiones que regula el 
artículo 60, de la Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales 
de los Trabajadores del Estado, conforme a la reforma publicada en 
el Diario Oficial de la Federación el veinticuatro de diciembre de mil 
novecientos ochenta y seis resulta o no violatoria de los artículos 1 o. 
y 4o. de la Constitución Federal, centrando así el análisis en si e,' traro 
desigual encuentra una finalidad constitucionalmente válida, o bien, 
se traduce en un trato discriminatorio como manifestó la parte 
quejosa en sus conceptos de violación. 

Con ese propósito, resulta pertinente verificar si las razones del trato 
desigual a supuestos de hecho equivelemes pueden derivarse de ia 
exposición de motivos relativa y del proceso legislativo que 19 dio 
origen. 

La lectura del proceso legislativo antes citado, revela que se estimó, 
fundamentalmente, otorgar un beneficio a la mujer trebeiecore, 
considerando, entre otras, a las madres trabajadoras que espiren a 
una pensión por jubilación al cumplir veintiocho años de servicios; 
esimtsmo, que se tuvo como propósito establecer mejores 
condiciones para el desarrollo de la unidad familiar; que se considero 
la protección hacia la mujer sobre la base de que en la mayoría de les 
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casos cumple una doble función dentro de la sociedad, a saber, en el 
desarrollo de las actividades deri&-adas de su relación laboral, así 
como dentro del seno familiar, ,ce'§.ta idea se señaló también de otra ·, 
forma, en el sentido de que le-mujer cumple una doble función, la de 
atender el hogar y la etinem» a las responsabilidades al servicio del 
Estado, y que por virtud dJ ello el hecho de que pueda aspirar a una 
pensión por jubilación ar cumplir veintiocho años de servicios e igual 
tiempo de cotización al Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de 
los Trabajadores del Estado representa un acto de reconocimiento a 
dichas mlljeres, con motivo de su participación en el área de 
producción y los servicios-de México. 

Pues bien, de lo anterior ~o puede dejarse de advertir la concepción o 
estereotipo de mujer que 'suve de sustento a los motivos insertos en 
la exposición de motivos I y en el proceso legislativo, en cuanto se 
trata solamente la mujer; -madre y la mujer- familia, lo que se 
cimienta en la idea de que~és la mujer a quien corresponde el cuidado 
de los hijos y la atenciófV:~ al hogar [de hecho en la sesión de la 
Cámara de Diputados don"?f e se discutió al respecto, se dijo: 'aparte 
de la mujer trabajadora tener una acción laboral, tiene una doble 
misión siendo mujer trabajJ~dora, siendo la madre de nuestros hijos, 
siendo quienes atienden nu~stro hogar]. Esto es un claro reflejo de la 
visión en el sentido de qu'é "existen" roles que corresponden a la 
mujer, lo cual no se traduce en una reivindicación positiva para la 
mujer, sino en una sobrecarga de trabajo y responsabilidades, por la 
cual, de hecho se dice que se tiene la intención de "tevorecet" a la 
mujer, al poder jubilarse coi. dos años de servicios ménos que los 
hombres, cuando que es r-'@sponsabilidad común 6Je hombres y 
mujeres la educación y el desarrollo de sus hijos; así como las 
labores o quehaceres domésticos. ~ ~ 

·" -ft 
Es decir, la atribución de los roles de referencia no reivindica 
positivamente en forma alguna a la mujer, por el contrario, se trata 
claramente de un estereotipo' con motivo: del cual se impone una 
carga. En términos jurídicos los estereotipos son relevantes cuando 
por virtud de ellos: a) se nie<j~ un ,.d~recho o un beneficio; b) se 
impone una carga; y c) margina a la persona o vulnera su dignidad. 

~ 
Lo anterior se corrobora plenam~hte con lo dispuesto en el artículo 5 
de la Convención sobre la ~liminación de todas las Formas de 
Discriminación contra la Mujer;(C)Ef,DAW): 

,. 

'Artículo 5 Los Estados Partes tarifarán todas las medidas apropiadas 
. .r 

para: 
~,. 

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres y 
mujeres, con miras e-etcenzer la /f:Jliminación de los prejuicios y las 
prácticas consuetudinarias y de scueíquier otra índole que estén 
basados en la idea ele la inferioridéJd o superioridad de cualquiera de 
los sexos o en funciones estereotipadas de hombres y mujeres; 

1 
b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión 
adecuada de la maternidad como.iuncion social y el reconocimiento 
de la responsabilidad común de nombres y mujeres en cuanto a la 
educación y al desarrollo de su~ hijos, en la inteligencia de que el 
interé~ de los hijos tpnstituirá la/onsideración primordial en todos los 
casos. .,. ~- -,,.\::,¡,~ 



Paradójicamente, si bien el estereotipo apuntado no puede justificar 
por sí mismo el trato desigual establecido en la norma cuestionada, lo 
cierto es que la exposición de motivos y el proceso legislativo retetivo 
reflejan; por un lado, ·e/ pensamiento de una época de este país, que 
da noticia de un hecho notorio, una desigualdad social real entre la 
mujer y el hombre, originada fundamentalmente por la visten que 
establecía una división de los roles atribuidos al hombre y a la mujer. 
No obstante lo anterior, una parte de la exposición de motivos pone 
de manifiesto otra cuestión fundamental que no se había reconocido, 
a saber: el gran aporte de la mujer al bienestar de la familia y al 
desarrollo de la sociedad. Ahora suele ser en muchos casos una 
realidad que hombres y mujeres combinen las obligaciones para con 
la familia con las responsabilidades del trabajo y la participaciór: en la 
vida pública, pero antes no solía ser así. 

De esta suerte, es claro que los motivos que adoptó el legislador no 
pueden avalarse en su totalidad en tanto que en una parte rettejen un 
concepto estereotipado de los papeles masculino y femenino, pero 
paradójicamente ponen de manifiesto el pensamiento de una época, 
que en ocasiones persiste en la actualidad, y que al tomarse :::n 
consideración, se adoptó a fin de cuentas una medida temporal que 
vino a traducirse en una forma de aminorar la desigualdad real entre 
el hombre y la mujer, aspecto que conduce a la justificación de la 
norma, en cuanto constituye una medida temporal. , __ 

. ~ffe.,:-:i,,,,,;e)¡ . y~ - 
Ciertamente, la distinción contenida en la norma reclamada en~1-,' 1~ 
fundamento o razonabilidad en cuanto se trata de una l.t11;' ia.á · ... 
especial encaminada a acelerar la igualdad de facto entre el ho''ma ~ y ,. _ ... ti• _.._0 
la mujer. Sobre este aspecto, el artículo 4 de la Convención s~la ~. !-,.; tt:--.::. M' 

Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, 
adoptada por -fa Asamblea General de las Naciones Unidas ~fr,!- Y· :>. ;;· ? 
dieciocho de diciembre de mil novecientos setenta y nueve, aptwoo"®.·f~~,1,:i_:r;·-~---- ' 
por el Senado de la República el dieciocho de diciembre mil 
novecientos ochenta, y publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el doce de mayo de mil novecientos ochenta y dos, establece la 
necesidad de que los Estados adopten medidas de carácter temporal 
encaminadas a cata/izar la. igualdad de hecho entre el hombre y la 
mujer, las cuales no se consideran discriminación. Dicha disposición 
es del siguiente tenor: ' 

Artículo 4 1. La adopción por los Estados Partes de medides 
especiales de carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad 
de facto entre el hombre y la mujer no se considerará oiscrimmecion 
en la forma definida en la presente Convención, pero de ningún modo 
entrañará, como consecuencia, ei mantenimiento de normas 
desiguales o separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan 
alcanzado los objetivos de.igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso 
las contenidas en la presente Convención; encaminadas a proteger la 
maternidad no se considerará discriminatoria'. 

En adición a lo anterior, el artículo antes reproducido encuentra 
relación directa con el 11 de la propia Convención que establece, en 
la parte que interesa, lo que sigue: 
'Artículo 11 1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera 
del empleo a fin de asegurar a la mujer, en condiciones de igua/ded 
con los hombres, los mismos derechos, en particular: 
(. . .) 
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e) El derecho a la seguridad social, ent particular en casos de 
jubilación 
(. . .) 
2. A fin de impedir la olscüminecion cimtre la mujer por razones de 
matrimonio o maternidad / esequret: Ta efectividad de su derecho a 
trabajar, los Estados Parted tomsreavinediaes adecuadas para: 

;;,l 
-!.,; 

c) Alentar el suministro de ;lps itrvicios sociales de apoyo necesarios 
para permitir que los padr~,~ "combinen las obligaciones para con la 
familia con las responsabifJcf ades del trabajo y la participación en la 
vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y 
desarrollo de una red de servicios destinados al cuidado de los niños; 
(. • .) '. > . ~ . ,.,,.,,. 

'e C{) 
<::: ¿ 
•.r: ,; ,._ 
~ f\ ' 
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Además, se tiene presente} que dentro de las consideraciones de la 
propia Convención citada )pe destaca el aporte de la mujer en los 
siguientes términos: 'Tenielido presentes el gran aporte de la mujer al 
bienestar de la familia y al r)esarrollo de la sociedad, hasta ahora no 
plenamente reconocido, la ~mportancia social de la maternidad y la 
función tanto del padre como de la madre en la familia y en la 
educación de los hijos, y co~scientes de que el papel de la mujer en 
la procreación no debe si[ causa de discriminación, sino que la 
educación de los niños exiqe la responsabilidad compartida entre 
hombres y mujeres y la sociedad en su conjunto. ¡ 

t 
Reconociendo que para logr~r la plena igualdad entre ebbombre y la 
mujer es necesario moditictit el papel tradicional tanto del hombre ~ ~· 
como de la mujer en la socieeed y en la familia'. _,é•·· 

t t? fr.: .,,1- 

Como deriva de lo expuesto, la medida A-érmitió una de las 
intenciones fundamentales dé,~'la citada Conv'éñción, a saber, que la 
mujer tenga una mayor perticipecion en (o&as las esferas, lo que 
apunta hacia un pleno deserroüo de las posibilidades de la mujer para 
prestar servicio a su país y a '1.a humanidad, cuestión indispensable, 
pues para el desarrollo pleno y~omple'to de un país. 

j j} 
Luego, la distinción normativafpnfcuestión obedece a una finalidad 
objetiva y constitucionalmente Y(llida, en tanto persigue una finalidad 
derivada justamente del artícuf'Cf. 4 constitucional, sirviendo de apoyo 
al respecto la siguiente tesis: · , _ 

'PRINCIPIO DE IGUALDAD_ INTERPRETACIÓN DE LA 
CONSTITUCIÓN A EFECTOS DE DETERMINAR LA INTENSIDAD 

J - "' ; DEL ESCRUTINIO.' [Se1transcrifie]. 
.-., ,, 

}, 

Ahora, como se desprende de les tesis que han sido citadas, el 
legislador puede hacer distinciones. al diseñar la normatividad, dado 
que, como lo ha éstablecido e:sta Segunda Sala, el principio de 
igualdad contenido en el erticutc, 1 o. constitucional, como límite de la 
actividad del legislador, no pesiule la paridad entre todos los 
individuos, ni conlleva, por 'ejemplo, una igualdad material o 
económica real, "pues lo que: exige es que toda diferenciación 
normativa busque, una finalidad-constitucionalmente aceptable, ahora, 
en el caso, la norme cuestioriada contiene una acción tendente a 
aminorar la desigúaldad creada históricamente entre el hombre y la 
mujer, mediante la- construcdon de una medida legislativa orientada 
en ese sentido, y 'que, cor/to se dio noticia con antelación, no se 

-~ 23 



considera discriminatoria en la medida en que es temporal, lo que se 
corrobora plenamente en tanto que la disposición fue abrogada el 
treinta y uno de marzo de dos mil siete. 
En tal virtud, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de 
la Nación considera que la reforma al artículo 60 de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, publicada en el Diario Oficial de la Federación el veintizuetro 
de diciembre de mil novecientos ochenta y seis, no contraviene el 
principio de igualdad y no discriminación contenido en los artículos 1° 
y 4° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos." 

Posteriormente, esta Segunda Sala reafirmó el anterior criterio al 
resolver en su sesión pública correspondiente al siete de octubre de 
dos mil quince, el amparo directo en revisión 2360/2015, en el que 
por unanimidad de cuatro votos (Ministro Eduardo Medina M-:>ra !., 
con reservas y ausente Ministro  
Salas) determinó que los artículos Décimo Transitorio de la Ley del 
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del 
Estado, publicado en el Diario Oficial de la Federación el treinta y uno 
de marzo de dos mil siete, y el 18 del Reglamento para el 
Otorgamiento de Pensiones de los Trabajadores Sujetos al Régimen 
del citado artículo Décimo. Transitorio, publicado en el propio Diario el 
veintiuno de julio de dos mil nueve, no eran violatorios del principio de 
igualdad de la mujer y el hombre, en los siguientes términos: ):.~"""'!' \ 

Ciertamente, la distinción contenida en la norma reclamada encuentrt' . 
fundamento o razonabilidad en cuanto se trata de una me~ida • .... 
especial encaminada a acelerar la igualdad de facto entre el hombre y '\'QJ~ · - ...,, 

la mujer. Sobre este aspecto, el artículo 4o. de la Convención sc-br~ la . l.'ª· f 
Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra la MUjer, ~.,, .•• 
adoptada por la Asamblea General de las Naciones Uniaas ejw., tfSP1.. 
dieciocho de diciembre de mil novecientos setenta y nueve, eprobetio 
por el Senado de la' República el dieciocho de diciembre mil 
novecientos ochenta, y publicado en el Diario Oficial de la Federación 
el doce de mayo de tnil novecientos ochenta y dos, establece la 
necesidad de que los Estados adopten medidas de carácter temporel 
encaminadas a cata/izar la igualdad de hecho entre el hombre y la 
mujer, las cuales no se consideran discriminación. Dicha disposición 
es del siguiente tenor: 

'Artículo 4 
1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de 
carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto entre 
el hombre y la mujer no se considerará discriminación en la torme 
definida en la presente Convención, pero de ningún modo entrañará, 
como consecuencia, el mantenimiento de normas desiguales o 
separadas; estas medidas cesarán cuando se hayan alcanzado 1-:>s 
objetivos de igualdad de oportunidad y trato. 

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, incluso 
las contenidas en la presente Convención, encaminadas a proteger la 
maternidad no se conskiereré discriminatoria'. 

89. En adición a lo anterior, el artículo antes reproducido encuentre 
relación directa con el 11 de la propia Convención que establece, en 
la parte que interesa, lo que sigue: 

'Artículo 11 
1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas pata 
eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera del empleo a 'in 
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de asegurar a la mujer, en condiciones de igualdad con los hombres, 
los mismos derechos, en particular: · 
(. . .) 
e) El derecho a la seguridad social,. en particular en casos de 
jubilación (. . .) :S ; 

1'. 

1l: -.~ 

. . -~.:J 
2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones de 
matrimonio o maternidad y asdr}urar la efectividad de su derecho a 
trabajar, los Estados Partes fómarán medidas adecuadas para: 

..... ... 
.~)- 

c) Alentar el suministro.ée los servicios sociales de apoyo necesarios 
para permitir que los padres combinen las obligaciones para con la 
familia con lé{s responsabilidades del trabajo y la participación en la 
vida pública, especialmente mediante el fomento de la creación y 
desarrollo de una red de servici»: destinados al cuidado de los niños; 
( .. .)~ l 

'C, 
C{, 

_e:: ¿ 
~ 
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90. Además, se tiene -presente que dentro de /as 
consideraciones de la propia·· Convención citada se destaca el 
aporte de la mujer en /os siguientes términos: 

1,,- 
j·, 

'Teniendo presentes el gran aporte de la mujer al bienestar de la 
familia y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente 
reconocido, la importancia social de la maternidad y la función tanto 
del padre como de la madre eni-la familia y en la educación de los 
hijos, y conscientes de que el pagel de la mujer en 'ffl procreación no 
debe ser causa de discriminaciónJ sino que la educación de los niños 
exige la responsabilidad compartida entre hombres y mujeres y la 
sociedad en su conjunto. 

("'~ 

Reconociendo que para lograr la 'plena igualdad entre el hombre y la 
mujer es necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre 
como de la mujer en la sociedad y-en la familia'. 

f '4 

91. Como deriva de lo expuesto, __ )a meokie permitió una de las 
intenciones fundamentales de la cñeae Convención, a saber, que la 
mujer tenga una mayor participación en todas las esferas, lo que 
apunta hacia un pleno desarrollo de las posibilidades de la mujer para 
prestar servicio a su país y a la ht/i]?anidad, cuestión indispensable, 
pues para el desarrollo pleno y combleto de un país. 

l 
92. Luego, la disuncion- normetive en cuestión obedece a una 
finalidad objetiva .y constitucionelmeéie válida, en tanto persigue una 
finalidad derivada justamente del aftículo 4° constitucional, sirviendo 
de apoyo al respecto la siguiente tesis: 

.l. 

'PRINCIPIO DE IGUALDAD. '''.)NTERPRETACIÓN DE LA 
CONSTITUCIÓN A EFECTOS DE DETERMINAR LA INTENSIDAD 
DEL ESCRUTINIO.' {Se transcribe]. ~- 

~ 
93. Ahora, como se desprende de las tesis que han sido citadas, el 

1 - legislador puede h~cer distinciones al diseñar la normatividad, dado 
que, como lo ha ft3stablecido esta' Segunda Sala, el principio de 
igualdad comeniao'en el artículo 1 d. constitucional, como límite de la 
actividad del legislador, no poitula la paridad entre todos los 
individuos, ni con'ÍIF;:va, por e/émplo, una igualdad material o 
económica real, pu~s lo cue» exige es que toda diferenciación 



normativa busque una finalidad constitucionalmente aceptable, etiore, 
en el caso, la norma cuestionada contiene una acción tendente a 
aminorar la desigualdad creada históricamente entre el hombre y la 
mujer, mediante la construcción de una medida legislativa orientada 
en ese sentido, y que, como se dio noticia con antelación, no se 
considera discriminatoria en la medida en que es temporal. 

94. En tal virtud, esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación considera que los. numerales impugnados :10 
contraviene el principio de igualdad y no discriminación contenido en 
los artículos 1 o. y 4o. de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos. 

95. Finalmente, cabe acotar que, en cuanto a la inexistencia de la 
justificación del legislador en la exposición de motivos para estaolecer 
el trato diferenciado que aduce el quejoso, la génesis legislati,1a 
indica claramente que la distinción de treinta años de cotización para 
los varones y veintiocho para las mujeres, obedece al doble rol que 
ejerce la mujer. 

96. Y, en esa medida, se pretendió mejorar las condiciones 
específicas de las mujeres. 

\ 
97. En este entendido, se puede concluir que la distinción de los años.-.::/ .. 
de cotización, más que vulnerar el principio de igualdad, en realidac! .&. 
Jo afianza, en la medida en que lo hace real, ya que impide uña":-"'~ 
consolidada y permanente discriminación por razón de sexo en contra 
de las mujeres. <w 

J;t,~".Oh., ,,¡¡. 
98. Aunado a que la sociedad actual no es neutral con relación ai 
género, entendiendo por tal el rol que socialmente se asigna a 
hombres y a las mujeres y que en la realidad acontece; de esra 
forma, las mujeres - desempeñan además de sus labores corno 
trabajadoras, tienen roles de la vida privada, tales como el cuidado o'e 
los hijos, la atención de la casa, etc. y los hombres asumen roles o'e 
la vida pública. 

. .-;.e-:~"" 

99. Cabe señalar que, contretio a lo sostenido por el quejoso, las 
razones por las cueles se consideró que tal medida no ha siao 
superada de forma total, en tanto que, dentro del grupo ce 
trabajadores al servicio del Estado, no se observa de forma clara que 
hayan desaparecido los roles de género atribuidos a sus 
componentes. 

1 OO. Y, si bien es cierto que se han implementado múltiples 
programas y acciones en materia de equidad de género, sin embargo, 
ello no se traduce en que de hecho se haya llegado a la parided 
buscada, pues ésta se encuentra en proceso. 

101. De ahí que no basta con que los miembros "gocen" de los 
mismos derechos! pues éstos deben ser vistos desde su existencia y 
goce, esto es, no sólo basta la existencia formal de los derechos sir.o 
que en la realidad se ejerzan con libertad; asimismo se observa ur.a 
mayor participación y cooperación en las tareas de casa y cuidado ce 
los hijos, por el impulso que se ha dado desde los diversos ámbitos 
de gobierno, esto ~s, .desde las políticas públicas gubernamemales, 
desde legislativo y judicial, en el ámbito de sus respectivas 
competencias, que ha icf_o creando y fomentando esa igualdad c9 
roles, pero no se ha consumado en su totalidad, por lo cual no trxiri» 
sostenerse que esa medida haya llegado a su culminación y por 
ende, no puede afirmarse (como lo hace el quejoso) que ie 
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justificación dada de esta Sala (ccntonkuren el precedente relativo al 
expediente amparo en revisión~ 70112911) ya no corresponda a las 
condiciones prevalecientes en la ecteelided, ni se considera que se 
vulneren los instrumentos interrf-aciq;nales citados por el recurrente, en 
los cuales el elemento común pp;fla no vulneración de los principios 
de igualdad y no discriminecioni: _,.,. , 
102. Entonces, el hecho cónsis'tente en que en otras legislaciones no 
se establezca esa condición de' acceso a la pensión por jubilación, no 
implica necesariamente que, las normas analizadas sean 
inconstitucionales, pues los esteoos gozan de la libre configuración 
legislativa. 

103. Cabe resaltar que la expectativa de vida entre hombres y 
mujeres en la forma en que lo plantea el quejoso, esto es, precisando 
el tiempo que gozarán de esa pension, no es un indicador que por sí 
solo lleve a tildar de inconstltucioael los numerales citados, ya que no 
debe olvidarse que la disminución obedeció al doble rol atribuido a la 
mujer. 

I"' '-' ,._ 
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104. Abordado así el problema, el grupo aquí analizado, no se trata 
en sí de una categoría sospechosa, pues no se observa que exista 
arbitrariedad, ya que esa distinción .surgió del contexto de la categoría 
analizada, la cual legislativamente había sido tratada por igual sin 
tomar en consideración que entre hombres y mujeres las 
circunstancias no eran similares y, por ende, contrario a lo sostenido 
por el quejoso, no se infringe · el principio de razonabilidad, 
proporcionalidad y fin legítimo de la norma. 

4. 
105. Ya que, si bien existe conciencia de que hay grúiJos que han 
sufrido discriminación durante períodos históricos cjeterminados, ya 
sean cortos o largos, sin embargo, esto no los convierte en grupos 
especiales en el sentido de que los criterios · para determinar la 
desigualdad de trato deban ser más estricto§;1·• como pudiera verse; 
sino que, in genere, se analizan a la IWJ'cJe sus particularidades 
propias y de la situación que cada uno tieRe frente al orden nacional; 
pues de no ser así, se provocaría la'!ii...,;existencia de un grupo en 
desventaja con nuevas formas de disc;riminación, que con el tiempo, 
se convertirían, a su vez, en verdedeles categorías sospechosas. ., 
106. De ahí que, no sea procedente por parte de esta Segunda Sala 
realizar un control de constituciqnalidad y1de convencionalidad de las 
normas citadas, pues a la luz ge los planteamientos del recurrente no 
se advierte que le causen un p'erjuicio. . . 

< .. 
107. Además de que, tampoco se advierte motivo para suplir la queja 
en su favor, pues el} fin persequide por el EXPEDIENTE 
T JA/1 aS/227/2020 36 recurrente (consistente en su inclusión en la 
disposición que prevé '/i;eintiocho eños» de cotización para las 
mujeres), no se lograría, 'partiendo de la base de que la temporalidad 
para acceder a la pensión por jubilación es de treinta años, 
estableciéndose como beneficio a las mujeres la disminución a 
veintiocho años y, por ende, al no ubicarse en éste último supuesto 
de causación, entonces, su pretensión resulta improcedente. 

,;.. 

,} 
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108. Bajo esa tesitura, al resultar improcedentes los agravios del 
recurrente, lo conducente es, en la materia de la revisión, confirmar la 
sentencia recurrida." 

Finalmente, esta Segunda Sala al resolver el amparo directo en 
revisión  en su sesión pública correspondiente al trece de 
febrero de dos mil diecinueve, presentado bajo la ponencia del 
Ministro  por unanimidad de cuatro votos 
(Ministro Javier Laynez Potisek contra consideraciones y formulará 
voto concurrente, y ausente la Ministra Margarita Beatriz Luna 
Ramos) determinó que era constitucional el contrato colectivo de 
trabajo 2014-2016, celebrado entre la Comisión Federal de 
Electricidad y del Sindicato Único de Trabajadores Electricistas de la 
República Mexicana, en el que se establecía que, para acceder a una 
pensión por jubilación, se contemplaban requisitos diferenciados para 
hombres y mujeres, ya que los primeros conforme a su cláusula 69 
tenían derecho a la jubilación con el 100% del salario, siempre y 
cuando hubieran cumplido veinticinco años de servicios y cincuenta 
cinco años de edad, o bien, treinta años de servicios sin límite de 
edad; mientras que, tratándose de las trabajadoras, se estebtecie el 
mismo derecho al 100% dei salario en el momento de su retiro. pero 
con tan solo acumular veinticinco años de servicios, ya que no 
aplicaba el requisito de la edad. 

Para llegar a tal conclusión en la ejecutoria se formuló un 
igualdad en los siguientes términos: 

~ .~~, -~b 
#(j test .-Je.;_~· 

r i'RJE- 

"39. De la cláusula relativa al bienio 2014-2016 se advierte, en lo que 
interesa, que los trabajadores titulares de una plaza con anterioridad O, 

al dieciocho de agosto de dos mil ocho, tienen derecho a la jubi.' ac16f!i <.fsp'. 
con el 100% del salario, siempre y cuando hayan cumplido veinticinco 
años de servicios y cincuenta y cinco años de edad, o treinta años de 
servicios sin límite de edad, mientras que tratándose de tes 
trabajadoras se establecen veinticinco años de servicios sin límite de 
edad. 

40. Asimismo, en el bienio 2016-2018 se estipula que los trabajadores 
que durante el dos mil dieciséis cumplan con los requisitos antes 
señalados, pueden jubilarse en términos de lo que dispone el contreio 
colectivo antes referido. 

41. De lo anterior, se advierte que la cláusula evidencia une 
diferenciación de trato entre hombres y mujeres, respecto a la edad 
requerida para tener derecho a la pensión por jubilación, con relación 
a los mismos años de servicio. Ello, pues en el caso de las 
trabajadoras se requiere de veinticinco años de servicios sin 
exigencia de edad, mientras que para el caso de los trebejezores 
estipula dos supuestos, esto es,. que tengan veinticinco años de 
servicios y cincuenta y cinco años de edad, o bien, treinta años de 
servicio sin límite de edad. 

42. Por lo que puede decirse que la cláusula en comento sí establece 
un trato diferenciado para acceder a la jubilación en razón de género, 
dado que realiza una distinción entre hombres y mujeres trente a 
supuestos de hechos equivalentes, es decir, al contar con veinticinco 
años de servicio exiqioos para su otorgamiento. 

43. Ahora bien, una vez establecida la existencia de la diferencia 
referida, debe tomarse en cuente, como ya se precisó, si ésta cumpie 
con los criterios sustentados para considerarla constitucionalmente 
válida, esto. es, si atiende a una finalidad constitucionalmente 
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aceptable; si la diferenciao/ón cuestionada es adecuada para el logro 
del fin legítimo buscado; y si la medi&a legislativa de que se trate 
resulta proporcional. ~ :/- 
44. En cuanto al primero de los· citados, se advierte que dicha 
cláusula atiende a un fin constitueionelmente válido. .. " 

ji 
45. Lo anterior, dado que~él otorgamiento de una pensión jubilatoria 
sin límite de edad a fa§ mujeres trabajadoras que cumplan con 
veinticinco años de servicio, no constituye una restricción para el 
otorgamiento de oiche prestación, sino un reconocimiento a la función 
que la mujer desempeña dentro de nuestra sociedad. 

l. 
46. En efecto, las circunst ancias sociales y familiares que han 
rodeado a las mujeres en ·~¡ transcurso de los años han llevado a 
implementar diversas medidas, tanto contractuales como legislativas, 
a fin de lograr un mayor equilibrio entre hombres y mujeres en el 
desarrollo de las actividades laborales (acciones afirmativas). '., ,/' 
47. Entre esas iniciativas, se ~hcuentra la posibilidad de jubilarse con 
mejores condiciones al no establecer un mínimo de edad a las 
trabajadoras o bien una edad)nferior a la solicitada a los hombres - 
siempre y cuando cumplan con· ciertos años de servicio-, con lo cual 
se pretende otorgar un benefici<)° a la mujer que generalmente cumple 
con dos funciones en la sociedad, esto es, como participante activa 
en el desarrollo de las actividades del país y como pilar fundamental 
en el ámbito familiar. 

..,5 
:~. 

<'.! 

8 "MA 
":! ... ,.·¡;sTRA!~ll 

,. 
48. Tal distinción cobra televenciersi se toma en cuente'que deriva de 
la lucha sindical que por años se he sostenido en nuestro país a fin 
de lograr equilibrar las conoiciones-teboretes en favor de las mujeres, 
diferencias que incluso han sitio considereeé« en los diversos 
regímenes laborales que actualmente reg()/Jn las jubilaciones y 
pensiones para los trabajadores de las instituciones de seguridad 
social, así como dentro de diversos!proce'§os legislativos de los que 
ha resultado un tratamiento diferenciadd para el otorgamiento de la 
jubilación a favor de dicho grupo social. 

l 

49. De ahí que dicha distinción IJ..0' represente un acto que atente 
contra los principios fundamentales éle igualdad y no discriminación 
protegidos por nuestra carta mar:/'na, s1no un reconocimiento a dichas 
mujeres con motivo de su pa.{t1cipacion en el desarrollo general de 
nuestra sociedad así como e.ft los diversos ámbitos de producción y 
servicios. 

), 

50. Además que con dicda medida se permite obtener una de las 
intenciones fundamenta/e~ coniempteaes y protegidas por nuestra 
Constitución y los convenios internadonales suscritos por nuestro 
país, esto es, lograr la igualdad de género, al permitir que la mujer 
tenga una mayor participación en todqs las esferas laborales y así 
lograr un pleno desarrollo de las Pq§ibilidades de la mujer para 
prestar servicio a su peis: "· 

.~: 

' 51. De ahí que sea vá1ido analizar y treter en forma sistemática las 
necesidades especitices de hombres y mujeres, frente a las 
condiciones laborales que imperan •?n nuestro país, a efecto de 
adoptar medidas especieles destinacjas a satisfacer las necesidades 
particulares de las persohes a· las 'cfue, por razones tales como el 
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sexo, las cargas de familia o el nivel social o cultural, se 'es 
reconozca la necesidad de protección. Medidas que incluso han sido 
aceptadas por los organismos internacionales para acelerar e/ logro 
de la igualdad de facto para la mujer de lograr una igualdad real en el 
trabajo. 

52. De igual manera, resulta adecuada o racional para lograr el tin 
constitucionalmente buscado, pues con ello se pretende reconocer y 
garantizar que las trabajadoras gocen de la jubilación con anterioridad 
a los hombres, lo cual resulta acorde a las diferencias biológicas y 
físicas que corresponden a cada uno, debiendo tomar en cuenta que, 
en la mayoría de los casos, la participación de la mujer durante su 
vida laboral activa implica la_ coexistencia con la maternidad y la 
subsecuente crianza de los hijos, lo cual trae como consecuencia una 
mayor ocupación así como desgaste físico y mental para el desarrc.'lo 
de las actividades laborales. 

53. Sin que se desconozca el hecho de que en la actualidad los roles 
sociales entre hombres y mujeres cada vez han evolucionado a fin de 
superar las diferencias existentes; sin embargo, éstos aún no logran 
equipararse en su totalidad, pues la igualdad de género en el trebejo 
no es real, el mercado de trabajo está diseñado en una estructura ,":71 =r= y de relaciones =r= jurídicas_ en las que la vida ,l / t 
temltier de las personas no esta inctuide. As, la maternidad y ~¡/ l i/ · 
cuidado de la familia han sido roles asignados a las mujeres, con 16: , 
cual se dificulta el ejercicio del derecho del trabajo. 1"1a1 

54. De ahí que la concesión otorgada a la mujer de no exigirley Cj¡¡!l~liS. 
con una determinada edad para obtener su jubilación o imporfeff!i.'t>!:Jfiti · · ",114 1 
edad menor que la exigida a los hombres, conlleva un reconocimiento ..\., 
y apoyo a la importante función que desempeña dentro de la 
sociedad. - 

55. Asimismo, dicha distinción resulta proporcionalmente válida, dado 
que el establecimiento sin límite de edad resulta razonable con la 
finalidad buscada, esto es, incorporar y beneficiar a un grupo de la 
sociedad que ha sido altamente vulnerado laboralmente. 

56. Además, que dicha r;Jisposición no supone en sí un perjuicio o une 
limitante al derecho de los trabajadores a gozar de la jubilación, pues 
estos podrán gozar de dicho beneficio siempre y cuando se cumplan 
con los años de servicio requeridos y la edad exigida para etio, de 
conformidad con lo expresamente pactado por la parte patronal y el 
sindicato a favor de sus·agremiados. 

57. Por lo tanto, si la distinción realizada en la cláusula 69 del 
contrato colectivo de trabajo, atiende a un fin constitucionalmer:te 
válido, resulta adecuada para lograr eltin invocado y es proporcional, 
no puede decirse que transgreda los principios de igualdad y no 
discriminación en términos de lo que disponen los artículos 1 o. y 4 o. 
de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y, en 
consecuencia, no resulte inconstitucional." 

Por su parte, el Ministro Javier l.eynez: Potisek expresó en su veto 
concurrente lo siguiente: 

"En efecto, las acciones afirmativas son, en palabras de la Primera 
Sala, medidas que tienen la 'finalidad [de} evitar que se siga 
produciendo una diferenciación injustificada o discriminación 
sistemática o que se reviertan los efectos de la marginación histórica 
y/o estructural de un grupo social relevante'. Es decir, las acciones 
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afirmativas o positivas tienen pue tener el propósito de equiparar las 
circunstancias de un grupo que se encuentre en desigualdad de facto. 
Considero que la norma impugnada no cumple con las características 
de ser una medida de este: tip;rJ: Me parece que más bien busca 
atender la igualdad susteuilv», es decir, reconoce que las 
necesidades específicas de{hombres y mujeres no pueden tratarse 
igual dadas las conoiciond« !de inequidad que imperan en el país (en 
que la mujer que trabaja, horma/mente es quien se ocupa de las 
labores del cuidadd de hfjos y padres, además de todas las 
cuestiones relacionadas con'::ef hogar). 

En este sentido se relaciona con las acciones afirmativas puesto que 
éstas también son medidas que atienden a la igualdad sustantiva o 
de facto. Resulta útil la Jurisprudencia de la Primera Sala que 
identifica que 'fas discusiones en torno a los derechos fundamentales 
a la igualdad y a la no discriminación suelen transitar por tres ejes: 1) 
la necesidad de adoptar ajustes razonables para lograr una igualdad 
sustantiva y no meramente formal entre las personas; 2) la adopción 
de medidas especiales o,. afirmativas, normalmente llamadas 
'acciones afirmativas'; y, 3) el análisis de actos y preceptos 
normativos que directa o indirectamente (por resultado), o de forma 
tácita, sean discriminatorios. ' 

A mi parecer, la norma en enélisis se encuentra dentro de la primera 
categoría y no la segunda. ·Es decir, el legislador reconoce que 
actualmente la mujer y el hombre no se encuentran en una situación 
de igualdad, pues el desgaste tisico y mental en cuanto al trabajo y el 
hogar son en general desproporciona/es, por lo tanto,./Jarles el mismo 
tratamiento 'formal' al jubilarse, cuando justamente se reconoce este ¡ 

desgaste por los años de trabajo, no atendería a la igualdad 
sustantiva. La medida no puedé ser caracteriza"cia como una acción 
afirmativa porque de ningún modo tiene coml efecto equilibrar esas 
cargas que desempeñan hombres y mujeres en la sociedad. Es decir, 
tener un requisito adicional de jubilación/{o lleva a incorporar a más 
mujeres a la fuerza de trabajo ni a gft;n'erar una situación de mayor 
igualdad de facto entre las cargas qui/ocupan los hombres y mujeres 
en la sociedad. ',¡ • 

En este sentido, considero que,eÍ'~studio debería haberse enfocado 
en determinar si de hecho Ja:lrñuJ.eres y los hombres están en un 
plano de igualdad y si por ello, en su caso, el tratamiento distinto 
resulta discriminatorio. A mi perecer, la norma evaluada pasaría este 
examen de igualdad y, porJ.Jo tanto, 'resulta constitucional. 

,,,.- ... 
Como lo sostuve en mi voto particular en el amparo en revisión 
5912016, en los casos de disctiminecion por género sostengo una 
aproximación 'anti-estereotipos'. Esta postura implica priorizar la 
eliminación de estereotipos respecto de los roles de género. Implica . :,.; 
cuestionar la presunción de que cuelquier distinción de género tiene 
como finalidad y re,su/tado privilegiar a las mujeres. Además de que 
pone la carga en analizar si en la l<jgislación o políticas, las mujeres 
están siendo encasilladas en los r€fes tradicionales y en ocasiones 
subordinados, puesto que ello no· contribuye en generar que los 
hombres sean emancipados de lbs suyos. Sin embargo, como lo 
aclaré en aquella ocasión, ello de ningún modo implica ignorar la 
subordinación histó(ica en la qu~'. se encuentran las mujeres, o dejar ,. ,,<.\ 
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de reconocer que son · necesarias medidas para equiparar su 
situación en la sociedad. 
En esta ocasión pienso que la norma, aunque reconoce la situecicn 
de desigualdad en que se encuentran las mujeres para dar un 
tratamiento justo, no reproduce estereotipos de género o encesilte a 
las mujeres en un rol específico. Por lo tanto, estamos ante une 
medida válida de distinción y, que por ello, la norma es 
constitucional." 

Precisado lo anterior, esta Segunda Sala extrae las siguientes 
conclusiones esenciales de los precedentes antes reproducidos: 

'• El otorgamiento de una pensión jubilatoria con un límite de edad y/o 
años de servicio, en favor de las mujeres trabajadoras diferenciado 
del régimen aplicable a los hombres, constituye un reconocimiento a 
la función que la mujer desempeña dentro de nuestra sociedad, ya 
que las circunstancias sociales y familiares que las han rodeado en el 
transcurso de los años, han conducido a implementar diversas 
medidas, tanto contractuales como legislativas, a fin de lograr un 
mayor equilibrio entre hombres y mujeres en el desarrollo de tes 
actividades laborales (acciones afirmativas). 

~- 
'• La posibilidad legal de que las mujeres se jubilen en m9j0f:~ ; 
condiciones de edad y/o años de servicio, en comparación. con lo.J 1\-. , ' hombres, otorga un beneficio a la mujer que oeneretmenteic-smcie 
con dos funciones en la sociedad, esto es, como participanté ective" 
en el ·desarrollo de las actividades del país y como pilar fundár:wnfae•--· 
en el ámbito familiar. ' 

\ ,-· \ \ 
.~ . 

· •r· ,/ ;J;'.~s, . .;.~,---JÓ 
• Dicha distinción no representa un acto que atente contrat1o--s- ' · 
principios fundamentales de igualdad y no discriminación, sino un 
reconocimiento a dichas mujeres con motivo de su participación en el 
desarrollo general de nuestra sociedad, así como en los diversos 
ámbitos de producción y servicios. 

,1 

'• Con dicha medida se permite obtener una de las intenciones 
fundamentales contempladas y protegidas por la Constitución Federal 
y los convenios internacionales suscritos por el Estado Mexicano para 
lograr la igualdad de género, al permitir que la mujer tenga una mayor 
participación en todas las esferas laborales, y así lograr un pleno 
desarrollo de las posibiÍidades de la mujer para prestar servicio a su 
país. ' 

• Es válido adoptar medidas especiales destinadas a satisfacer las 
necesidades particulares de las personas a las que, por razones tales 
como el sexo, las cargas de familia o el nivel social o cultural, se les 
reconozca la necesidad de protección. Medidas que incluso han sido 
aceptadas por los organismos internacionales para acelerar el logro 
de la igualdad de facto para la mujer de lograr una igualdad real en 91 
trabajo. ' 

• La diferencia de trato en materia de jubilaciones de mujeres y 
hombres respecto de edad y/o años de servicios, resulta raciona.' para 
lograr el fin constitucionalmente buscado, pues con ello se pretende 
reconocer y garantizar que las trabajadoras gocen de la jubitecion con 
anterioridad a los hombres, lo cual resulta acorde a las diferencias 
biológicas y físicas que corresponden a cada uno, debiendo tomar en 
cuenta que, en la mayoría de los casos, la participación de la mujer 
durante su vida laboral activa implica la coexistencia con te 
maternidad y la subsecuente crianza de los hijos, lo cual trae zomo 
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consecuencia una mayor ocupecionjes! como desgaste físico y 
mental para el desarrollo de las actividades laborales. ' 
• El hecho de que los roles societes entre mujeres y hombres hayan 
evolucionado a fin de superer; la¿ diferencias existentes, no es razón 
para suponer que el tr,.alo diferenciado actualmente resulta 
discriminatorio en perjuicir3 de los hombres, ya que los derechos de 
ambos sexos aún no logran 'ecuipererse en su totalidad en forma 
sustantiva, pues la igualdad de género en el trabajo no es real, y el 
mercado de trabajo está diseñado en una estructura económica y de 
relaciones laborales jurídicas· en las que la vida familiar de las 
personas no está incluida. ' " 1: 
• La maternidad y el cuidado df} la familia han sido roles asignados a 
las mujeres, con lo cual se dificulta el ejercicio del derecho del 
trabajo, y de ahí que la concesión otorgada a la mujer de exigirle una 
edad menor a la impuesta a los hombres para efectos de su 
jubilación, y/o menos años de servicios, conlleva un reconocimiento y 
apoyo a la importante función cjúe desempeña dentro de la sociedad. 
' 
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• Dicha distinción resulta proporcionalmente válida, dado que el 
establecimiento sin límite de edad resulta razonable con la finalidad 
buscada, esto es, incorporar y bpneficiar a un grupo de la sociedad 
que ha sido altamente vulnereoo, laboralmente, sin que esto implique 
un perjuicio o una limitante al derecho de los hombres a gozar de la 
jubilación, pues estos podrán álcanzar dicho beneficio siempre y 
cuando se cumplan con los año~ de servicio requeridos y la edad 
exigida para ello, de conformidad con lo expresamente/previsto en las 
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leyes.' '.!í ~.; 
Finalmente, tampoco viola el ptiticipio que reeóge la fracción V del 
artículo 123, Apartado B, de la Constitución f7'~deral, en el sentido de 
que 'A trabajo igual corresponderá 'eeterio ,igual, sin tener en cuenta el 
sexo'; toda vez que en lo único que nfside la desigualdad es en el 
tiempo laborable exigido, y no en el monto del salario con base en el 
cual se otorga la pensión. .f 

' ·1 .i~ 4-: 
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Por las razones antes exouestss, esta Segunda Sala considera, que 
el criterio que debe prevaleier cen el carácter de jurisprudencia 
temática que comprenda un.r' número indeterminado de legislaciones 
semejantes a las que dieron origen a los criterios en contradicción 
(More/os y Nuevo León),j~n términos del artículo 226, fracción 11, de 
la Ley de Amparo, es et-siguiente. 

PENSIÓN POR JUBILACIÓN. LAS LEYES BUROCRÁTICAS QUE 
BENEFICIAN A LAS MUJERES M. ESTABLECER MENOS AÑOS 
DE SERVICIOS D'EE. LOS EXIGIQOS A LOS HOMBRES PARA 
ACCEDER AL PORCENTAJE MÁXIMO DE AQUÉLLA, NO VIOLAN 
EL PRINCIPIO DEÍGUALDAD ANTE LA LEY, NI EL QUE ORDENA 
QUE A TRABAJÓ IGUAL CORRESPONDERÁ SALARIO IGUAL, 
SIN TENER EN CUENTA EL SEXO, PREVISTOS EN LOS 
ARTÍCULOS 4o~, PRIMER PÁRRAFO, Y 123, APARTADO B, 
FRACCIÓN V, DE LA· CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
RESPECTIVAMENTE. 

'!;' 

Las leyes burocrétices que prevén un trato diferenciado en favor de la 
mujer trabajadora, -en el sentido de que se le exigen menos años de 
servicios que a los hamb'!,S para obtener el máximo de una pensión 
de retiro, y la conseéue"nte diferencia porcentual que se mantiene 
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entre ambos sexos en un orden decreciente, resulta acorde con las 
diferencias que corresponden a cada uno, pues en la mayoría de los 
casos la participación de la mujer durante su vida laboral activa 
implica la coexistencia con la maternidad y la subsecuente ctienze de 
los hijos, lo cual trae Como consecuencia una mayor ocupación así 
como desgaste físico y mental para el desarrollo de las actividades 
laborales, además, el hecho de que los roles sociales entre mujeres y 
hombres hayan evolucionado a fin de superar las diferencias 
existentes, no es razón para suponer que el trato diferenciado 
actualmente sea discriminatorio en perjuicio de los hombres, ya que 
los derechos de ambos sexos aún no logran equipararse en su 
totalidad en forma sustantiva, pues la igualdad de género en el 
trabajo no es real, y el· mercado de trabajo está diseñado en une 
estructura económica y de relaciones laborales jurídicas en las que la 
vida familiar de las personas no está incluida. Consecueniemen:e, 
esa asimetría en los años de servicio exigidos para la obtención ae/ 
porcentaje máximo de una pensión entre mujeres y hombres -an 
favor de las primeras- no vioíe el primer párrafo del artículo 4o. de la 
Constitución Federal que establece que "La mujer y el hombre son 
iguales ante la ley.", pues el privilegio que se otorga aspira a tocrer 
una igualdad real y no meramente formal entre ellos. Asimismo, lgs 
legislaciones burocráticas referidas tampoco violan el principio cue 
recoge la fracción V del artículo 123, apartado B, constitucional, en e. I &o. 
sentido de que "A trabajo igual corresponderá salario igual, sin tener ! 
en cuenta el sexo", toda vez que en lo único que reside la 1 
desigualdad es en el tiempo laborable exigido y no en el monto cR:I : 
salario base con el cual se otorga la pensión, ya que el trabajao',br nus• 
queda en condiciones de aspirar al porcentaje máximo de esa 
prestación de seguridad social, pero para ello debe acumular más Otn~, 
años de servicios que la trabajadora. 't"ll «ESPON:, .• 

Por lo expuesto y fundado se resuelve: 

PRIMERO. Existe la contradicción de tesis denunciada. 

SEGUNDO. Debe prevalecer con carácter de jurisprudencia el criterio 
sustentado por esta Seg'unda Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, en términos del último considerando de esta resolución. 

TERCERO. Dese publicidad a la tesis jurisprudencia! que se sustenta 
en la presente resolución, en términos del artículo 219 de la Ley de 
Amparo." 

De las anteriores consideraciones podemos discernir 

que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación concluyó que: 

• El otorgamiento de una pensión jubilatoria con un 

límite de edad y/o años de servicio, en favor de las 

mujeres trabajadoras diferenciado del régimen 

aplicable a los hombres, constituye un reconocimiento 

a la función que la mujer desempeña dentro de 

nuestra sociedad, ya que las circunstancias sociales y 
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familiares que las han rodeado eri el transcurso de los 
~ 

años, han conducido ;a implementar diversas medidas, 

tanto contractuales como lepislativas, a fin de lograr un 
1 

mayor equilibrio enfre~.4hombres y mujeres en el 
. J.,J 

desarrollo de las -actividades laborales (acciones 
,✓ 

afirmativas). 

'e co 
~ 
<.J) ,., ,._ t T¡\ 
c2 ,., 
a .;0 ... ~,,tt 
,~ ;v,0,,c.1..,=:)·· 
<:( 

lfiliECIAUZ.40A 
O§ ADMINISTRA.,.,.-' 1 

~ 
• La posibilidad legal de que las mujeres se jubilen en 

1 

mejores condiciones d~ edad y/o años de servicio, en 

comparación con los hombres, otorga un beneficio a la 

mujer que qeneralrnente cumple con dos funciones en 

la sociedad, esto es, corno participante activa en el 

desarrollo de las actividades del país y como pilar 

fundamental en el ámbito familiar. 

• Dicha distinción no re~esenta un acto que atente 
~ _} 

contra los principios fundamentales. de igualdad y no 
. .NS 

discriminación, sino un t reconocimiento a dichas 

mujeres con motivo de su dkrtiGi,Sación en el desarrollo 
~ .¡r. 

general de nuestra socíedadf'asl como en los diversos 
o~- 

á m bitos de producción y sérvicios. 
:i.' 

• Con dicha medida §'e permite obtener una de las 
,.¡ 

intenciones fundamentales contempladas y protegidas 

por la Constitución Fed~ral y los Convenios 
,• ... 

Internacionales sl{,Jcritos por el Estado Mexicano para 
i 

lograr la igualdad de género,; al permitir que la mujer 

tenga una mayor participacibn en todas las esferas 
}, 

laborales, y así lograr un .pleno desarrollo de las 

posibilidades de la mujer para prestar servicio a su 

país. r .. ,,.. 

....... ~ ... ~ 
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• Es válido adoptar medidas especiales destinadas a 

satisfacer las - necesidades particulares de las 

personas a las que, por razones tales como el sexo, 

las cargas de familia o el nivel social o cultural, se les 

reconozca la necesidad de protección. Medidas qi.e 

incluso han sido aceptadas por los organismos 

internacionales para acelerar el logro de la igualdad de 

facto para la mujer de lograr una igualdad real en el 

trabajo. 

• La diferencia de trato en materia de jubilaciones de 

mujeres y hombres respecto de edad y/o años de 

servicros, resulta racional para lograr el fin 

constitucionalmente _ buscado, pues con ello selt ! r­ 

pretende reconocer y garantizar que las trabajad! ra4.\¡ 

gocen de la jubilación con anterioridad a los hombresr=v- _,; 
\ C . ,-STA, 

lo cual resulta acorde a las diferencias biológic~s y ~u,N':' , _. 
~~- 'i.f$P:::U-/:,.A , 

físicas que corresponden a cada uno, debiendo tomar "·~•V"~' 

en cuenta que, en la mayoría de los casos, la 

participación de la mujer durante su vida laboral activa 

implica la coexistencia con la maternidad y la 

subsecuente crianza de los hijos, lo cual trae como 

consecuencia una' mayor ocupación así como 

desgaste físico y mental para el desarrollo de las 

actividades laborales. 

• El hecho de que los roles sociales entre mujeres y 

hombres hayan evolucionado a fin de superar las 

diferencias existentes, no es razón para suponer que 

el trato diferenciado actualmente resulta 

discriminatorio en perjuiéio de los hombres, ya que los 

derechos de ambos sexos aún no logran equipararse 

en su totalidad en forma sustantiva, pues la igualdad 

de género en el trabajo no es real, y el mercado de 
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trabajo está diseñado ~n una estructura económica y . - 

de relaciones laborales jurídicas en las que la vida 
~: .. 

familiar de las personas no está incluida. 

• La maternidad y ,el :;cuidado de la familia han sido 

'e 
~ 
~ 
V-, 
'-' 
~ 

Li:'. 
a '!J ::~ /\-. ' . ... ::: . 
e,:: 

:-.u •' 

Ji' . . 

roles asignados a las tmujeres, con lo cual se dificulta 

el ejercicio · del derecho del trabajo, y de ahí que la 
. ~ 

concesión otorgada a ~1a mujer de exigirle una edad 

menor a la impuesta a los hombres para efectos de su 
I' 

jubilación, y/o menos arios de servicios, conlleva un 
J 

reconocimiento y apoyo a la importante función que 
11, 

desempeña dentro de la~ociedad. 

• Dicha distinción resulta proporcionalmente válida, 
l. 

dado que el establecimiento sin límite de edad resulta 

a 
'!:: 

razonable con la finalidad.buscada, esto es, incorporar 
f .. > 

•O'MINISTl!A ....... 
-l~LOS 
N a 
N 

:C1At1ZAD4 
~lvllNlSTflA-n-~"'1 

y beneficiar a un grupo de la sociedad que ha sido 
-~!~- ;.-ti¡ 

altamente vulnerado laboralmente, sin que esto 

implique un perjuicio o una ljpíitante al derecho de los 
•·, f. 

')•' 
hombres a gozar de la ju~ilación, pues estos podrán 

alcanzar dicho beneficio.éiérnpre y cuando se cumplan 
' con los años de servicio re,_queridos y la edad exigida 

para ello, de con;f~rmidJd con lo expresamente 

previsto en las leyes. .. 
• Tampoco viola.el principio que recoge la fracción V 

del artículo 123, Apartado B, de la Constitución • 
Federal, en et sentido <;i.e que "A trabajo igual 

' ' 
corresponderá salario igua

1

I, sin tener en cuenta el 

sexo"; toda vez· que en lo único que reside la ,· 
· desigualdad es en el tiempo laborable exigido, y no en 
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el monto del salario· con base en el cual se otorga la 

pensión. 

• Por las razones antes expuestas, esa Segunda Sala 

considera, que el criterio que debe prevalecer con el 

carácter de jurisprudencia temática que comprenda un 

número indeterminado de legislaciones semejantes a 

las que dieron origen a los criterios en contradicción 

(Morelos y Nuevo León), en términos del artículo 226, 

fracción 11, de la Ley de Amparo, es el siguiente: 

PENSIÓN POR JUBILACIÓN. LAS LEYES BUROCRÁTICAS QUE 
BENEFICIAN A LAS MUJERES AL ESTABLECER MENOS AÑOS 
DE SERVICIOS DE LOS EXIGIDOS A LOS HOMBRES PARA 
ACCEDER AL PORCENTAJE MÁXIMO DE AQUÉLLA, NO VIOLAN 
EL PRINCIPIO DE IGUALDAD ANTE LA LEY, NI EL QUE ORDENA 
QUE A TRABAJO IGUAL CORRESPONDERÁ SALARIO IGU~L, 
SIN TENER EN CUENTA EL SEXO, PREVISTOS EN L~S 
ARTÍCULOS 4o., PRIMER PÁRRAFO, Y 123, APARTADO 'B, 
FRACCIÓN V, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL, 
RESPECTIVAMENTE ... " 

-i i~ 
\'llJ.~H L,C, 

C~l f 

" 
QU1r-;· 

N: -~S/.-0,v:,,.,.r.:,._., 

Tesis que es obligatoria para este Tribunal en términos 

de lo dispuesto por el artículo 217 de la Ley de Amparo, al 

ser emitida por la Segunda· Sala de la Suprema Corte de 

Justicia de la Nación. 

Por ello, no es procedente que al actor se le aplique a 

su favor la fracción 11, . del artículo 16, de la Ley de 

Prestaciones. Cabe precisar que dicha tesis que no se aplica 

de forma retroactiva en perjuicio del actor, porque como ya se 

dijo anticipadamente, presentó su solicitud de pensión por 

jubilación el día diecisiete de enero de dos mil veinte, y las 
' autoridades demandadas, le notificaron el acto impugnado 

el día catorce de mayo de dos mil veintiuno, y para entonces, 
\ 

la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia ya había 

resuelto en la sesión del once de septiembre de dos mil 

diecinueve, la contradicción de tesis número 128/2019, entre 



100 

&jlTJ/.\ 
:-w, 

' ' 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DEL ESTADO DE MORELOS 

' T JA/SaSIERA/JDM-045/2021 .i¡ ,, 

~ 
1 

' 
las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en 

,_{ 
Materia Administrativa del' Cuarto Circuito, Primero del 

\ . 

Décimo Octavo Circuito (~cfualmente Primero en Materia de 

Trabajo del Décimo Octavo Circuito), Primero de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en 
t, 

Saltillo, Coahuila y Primero d,e Circuito del Centro Auxiliar de 

~a Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa; de la 
f 

que surgió la tesis 2a./J. 140/2019 (1 0a. ), a la que se ha 
:t. 

hecho alusión en este apartado. 
r 
i 

-~ 
~ 

Por lo tanto, resulta improcedente declarar la nulidad 
~1 ~ 

,.,., 
"-> ,.._ 

~ 

de acto impugnado. f. 
l" t1 

MYTA ' e¿ ! "-> 
a .I . 
,§ 

A.lpt..4:Ni~~.,A•~s,¡ 
iE~O~~.' ... JS 
a 
"'I 

7. EFECTOS DEL FALLO 
~ 
~ 

Resulta improcedente decretar la nulfdad de acto 
~ -\' 

impugnado, en consecuencia, Je decl~tt su validez por los 
'l • 

motivos y fundamentos expuestosf en ~I capítulo que -~PfCIALfZAOA 

~ ADM1N1srRA .... ►.1' antecede. 

~t~· 
Por lo expuesto y fund~o,~ con apoyo en los artículos 

t, í~ 

1, 18 inciso B fracción 11 sub in&so h) y demás relativos y 
.,. !lit. 

aplicables de la LORGT j{EMO;· 1, 3, 7, 85 y 86 de la 
./! 1 

LJUSTICIAADMVAEM, ,.,es de resolverse, al tenor de los 
,1, 

siguientes: 
~· 

1 
% 

8. PUNTOS RESOLUTIVOS ? ,,; 

l 
l 

PRIMERO. Este Tribunal es competente para conocer y fallar 

el presente asunto, en los términos precisados en el capítulo 
1 

cuatro de la presente resolución. 
,. 
' i 

-1\~ 
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SEGUNDO. Se declara la validez del acto impugnado, 

emitido por las autoridades demandadas, consistente en la 

resolución administrativa. emitida por la solicitud de pensión 

por jubilación. 

TERCERO. En su oportunidad, archívese el presente 

asunto como definitiva y totalmente concluido. 

9. NOTIFICACIONES 

NOTIFÍQUESE a las partes, como legalmente corresponda . 

. 10. FIRMAS 

Así por unanimidad de votos lo resolvieron y firmaron les 
' - 

integrantes del Pleno del Tribunal de Justicia Administrativa 

del Estado de Morelos, Magistrado Presidente Maestro J 
Derecho JOAQUÍN ROQUE GONZÁLEZ CEREZO, Titular 

de la Quinta Sala Especializada en Responsabilidades 

Administrativas y ponente en el pr~sente asunto; Magistraco 

Maestro en Derecho MARTÍN JASSO DÍAZ, Titular de la 

Primera Sala de Instrucción; Magistrado Licenciado 

GUILLERMO ARROYO CRUZ, Titular de la Segunda Sala de 

Instrucción; Doctor en Derecho JORGE ALBERTO 

ESTRADA CUEVAS, Titular de la Tercera Sala de 

Instrucción; y Magistrado Licenciado MANUEL GARCÍA 

QUINTANAR, Titular de la Cuarta Sala Especializada e.1 

Responsabilidades Administrativas, en términos de la 

Disposición Transitoria Cuarta del decreto número 3448 por 

el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la 

Ley Orgánica del Tribunal de Justicia· Administrativa del 

Estado de More/os y de la Ley de Justicia Administrativa del 

Estado de More/os, publicada en el Periódico Oficial "Tierra y 

~ 

t!l 
.. 

\ll¡fs,,, 

L 

Qu1Nr1. 
· .'{;spONtJJ.,, 
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Libertad" número 5629 de fecha treinta y uno de agosto de 

dos mil dieciocho; ante ·J -~icenciadaf ANABEL SALGADO 

CAPISTRÁN, Secretaria~eral ~e Acuerd':::, 'lluien autoriza 
y da fe. ;~: ' _.,_;, 

.,,..\­ , ~·:. 

TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
, .. 

DEL ESTADO. DE¡MORELOS EN PLENO. 

"' .• 
... MAGISTRADO 

~ 
'a 
~ 
~ 
V, 
'-' "­ o 

1frl\ e,:; ./" ~ a 
.14' "2.0,~.,,.,,!r-~ ., ..... ,."j oi¿,- , 
N 

~p!;:\,~;/~-• . l 

JOAQUÍN ROQUE GO ÁLEZ CEREZO 
!'. . - 

TITULAR DE LA QUINJA S LA ESPECIALIZADA 
í.(· 

EN RESPONSABILIDADE ADMINISTRATIVAS 
,;,."-; 

~ 
1 

MAGISTRAE>O 

MAESTRO EN DERECH.? MtRTÍN JASSO DÍAZ 
TITULAR DE LA PRIMERÁ SALA DE INSTRUCCIÓN 

-\ 
LICENCI 

'- 
DA SALA DE INSTRUCCIÓN 

1/ ,,. 

i' 
i' 

,,-. '~ ~I 

41 



DOCTOR 

TITULAR DE LA TERCERA SALA DE INSTRUCCIÓN 

i - ~ ·------ 
LICENCIADO MAN(fEL G-ARCÍA--QuiÑ'°T~NAR 

TITULAR DE LA CUARTA SALA ESPECIALIZADA •~:­ 

EN RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS 

CAPISTRÁN 

ANABEL SALGADO CAPlo/RÁN, Secretaria General de Acuerdos de este 
Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Morelos, CERTIFICA: Que 
estas firmas corresponden ª""'".-.::=olución emitida por este Tribunal de Justicia 
Administrativa del Es do d~ Morelos, en el expediente número 
T JA/SªSERA/JDN-04 021, promovido por   
contra c/qtos del  
misma 1~e _.as y.ipro ada en R-leno de fecha seis de abril del dos mil veintidós. 
C~N:ST 




